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Introducción 

El Ministerio de Educación y Cultura (MEC) de la República Oriental del Uruguay ha iniciado 

un proceso de reflexión y análisis orientado a un nuevo diseño institucional del área de 

Ciencia, Tecnología e Innovación (CTI). Lo hizo con la premisa de que en el correr del último 

medio siglo, el país ha hecho esfuerzos significativos para el desarrollo institucional en el área 

de la ciencia, la tecnología y la innovación (CTI). Pero también con el diagnóstico de que más 

allá de los múltiples efectos positivos generados por este conjunto de decisiones, hoy existe 

un problema global de diseño institucional. En donde las superposiciones, los vacíos y la 

inadecuada definición de roles son algunos de los problemas que impiden un mejor 

aprovechamiento de las fuertes capacidades de las que dispone el país.  

El proceso de reflexión colectiva y abierta impulsado por el MEC se inició en diciembre 2022, 

con un evento de presentación pública de cuatro estudios de consultoría previamente 

encargados por el Ministerio. Éstos fueron encomendados a equipos de expertos 

seleccionados mediante convocatorias públicas, con el fin de brindar insumos relevantes para 

un intercambio fundado en evidencia en esta materia.  

Estos documentos analizaron el cuadro normativo que regula las actividades de ciencia, 

tecnología e innovación en el país y que establece las funciones de los distintos organismos 

involucrados en las políticas de CTI; caracterizaron el sistema de incentivos actualmente 

vigente y el cuadro institucional, considerando las capacidades e influencia de los distintos 

actores; y realizaron un benchmark a nivel internacional, para poder extraer aprendizajes 

sobre la organización institucional de otros sistemas de innovación más avanzados.  

En ese mismo evento, se anunció para el primer semestre de 2023 y con el apoyo de la Oficina 

de la UNESCO en Montevideo, la realización de una serie de talleres destinados a generar una 
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discusión abierta sobre el reordenamiento institucional del área de CTI con los principales 

actores de la comunidad científica, del ámbito empresarial y de gobierno.  

El presente documento busca condensar los principales resultados que surgieron de estos 

encuentros, que contaron con la facilitación provista por la Oficina Regional de la UNESCO en 

Montevideo y en cada uno de los cuales participaron entre 70 y 80 personas, procedentes de 

25 instituciones del sistema de CTI (Ver ANEXO). En cada uno de estos encuentros se convocó 

a un conjunto de comentaristas referentes del ámbito político, las instituciones académicas y 

el sector privado, que brindaron su impresión sobre las conclusiones de las consultorías. 

Posteriormente, se conformaron mesas de intercambio que, guiadas por diferentes 

herramientas de análisis, tópicos de discusión y facilitadores metodológicos coordinados por 

la UNESCO, generaron contenidos que, en la instancia final de cada reunión, fueron puestos 

en común. En el primer encuentro, las mesas de intercambio apreciaron la pertinencia de los 

problemas identificados por la consultoría abocada a la caracterización del entorno normativo 

y valoraron la relevancia de las recomendaciones propuestas para su solución; en el segundo, 

las mesas seleccionaron y priorizaron los principales factores explicativos de la baja inversión 

en actividades de innovación que presentan tanto el sector privado como el público; y en el 

tercero valoraron la influencia actual y deseable que los distintos actores tienen sobre las 

distintas funciones del sistema: generación de información, planeamiento, coordinación 

política e interinstitucional, promoción, ejecución de las actividades de investigación e 

innovación y evaluación de los resultados e impactos de dichas acciones. Finalmente, en el 

último encuentro, referentes institucionales compartieron sus reflexiones sobre el proceso 

transitado y, a partir de una serie de preguntas disparadoras, brindaron su parecer sobre los 

lineamientos a seguir para la estructuración de un nuevo esquema de gobernanza del sistema.  

Paralelamente a estos encuentros, algunas instituciones presentaron sus posiciones sobre los 

contenidos de las consultorías y, en algunos casos, transmitieron sus propuestas sobre el 

mejor modelo de organización institucional a seguir. Estos documentos también fueron 

puestos a disposición de manera pública1. 

Este documento final se basa en las relatorías parciales que fueron realizadas al finalizar cada 

uno de los primeros tres talleres por parte de UNESCO (ver ANEXO).  Pero se estructuró de 

forma tal de organizar las principales conclusiones del proceso de debate público en torno a 

tres cuestiones centrales:  

                                                           
1 Las contribuciones recibidas pueden descargarse del siguiente sitio: https://www.gub.uy/ministerio-
educacion-cultura/dicyt/reordenamiento-CTI-Uruguay  

https://www.gub.uy/ministerio-educacion-cultura/dicyt/reordenamiento-CTI-Uruguay
https://www.gub.uy/ministerio-educacion-cultura/dicyt/reordenamiento-CTI-Uruguay
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- ¿Para qué transformar el sistema de ciencia, tecnología e innovación del Uruguay? 

- ¿Qué es necesario transformar?  

- ¿Quién debe liderar al sistema para encarar esas transformaciones? 

 

1. ¿Para qué transformar el sistema de ciencia, tecnología e 

innovación del Uruguay? 

La necesidad de enmarcar la discusión sobre el esquema de incentivos y el marco 

institucional, jurídico y organizacional, fue un elemento que emergió de manera constante en 

las distintas mesas de discusión. En particular, en aquellas que se conformaron en el segundo 

encuentro para identificar factores explicativos de los bajos niveles de inversión en 

actividades de innovación que se observan en el país. Más específicamente, la falta de una 

orientación estratégica clara sería un factor explicativo neurálgico a la hora de comprender 

por qué hasta aquí muchas de las políticas instrumentadas no han sido capaces de “mover la 

aguja” en el comportamiento innovador, en particular del sector privado, según postuló el 

Diputado Olmos en el primer taller.  

En el tercero de los encuentros, Ernesto Fernández Polcuch (UNESCO), planteó que la 

dimensión de la orientación estratégica hace a la relación con el futuro. Las estrategias del 

sistema de ciencia, tecnología e innovación deben estar enmarcadas en la del país y, en ese 

sentido, debería pensarse al sistema como aquel que contribuya a pasar de una economía 

basada fundamentalmente en los recursos naturales, a una basada en el conocimiento; o, al 

menos, que lo incorpore como una de las fuentes principales de riqueza de la sociedad. Y en 

el último de los encuentros, el Dr. Tancredi (Investiga Uy) sintetizó este objetivo país bajo la 

fórmula “una estrategia de desarrollo sostenible basado en el conocimiento”.  

El Diputado Olmos planteó que esa necesidad de incorporar al conocimiento como “fuente 

de riqueza” para la sociedad, resulta particularmente importante en el caso de Uruguay, dado 

que es un país signado por la carencia de lo que la literatura denomina “bonus demográfico”, 

con la expectativa, incluso, de un decrecimiento poblacional; junto a limitaciones para pensar 

en una mayor explotación extensiva de los recursos naturales disponibles. En consecuencia, 

la aspiración de contar con un “estado de bienestar como el de los países nórdicos” sólo 

podría alcanzarse de mediar un cambio en la intensidad innovadora de la estructura 

productiva del país. 
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Alcanzar el acuerdo de que ese es, entonces, el horizonte socialmente deseable debiera 

traducirse en brindar cierta estabilidad a las políticas para la promoción y fortalecimiento del 

sistema de ciencia, tecnología e innovación. En este sentido, la necesidad de que los esfuerzos 

emprendidos perduren en el largo plazo y no sucumban frente a los sucesivos cambios de 

gobierno fue mencionado tanto por las y los comentaristas, como en las mesas de discusión. 

Las políticas públicas en este terreno requieren largos años para alcanzar resultados e 

impactos visibles, por lo que deben transformarse en políticas de Estado. 

Ahora bien, con ese horizonte en vista, el país presenta una performance que denota un 

rezago importante respecto a los países más desarrollados. Como mostró la consultoría de 

“Evaluación de los recursos e instrumentos de promoción de ciencia, tecnología e 

innovación”, ese rezago no resulta tan significativo en lo que hace a los resultados sobre 

producción de conocimiento científico como en lo que atañe a la capacidad social para 

aprovechar el conocimiento producido, tanto en el nivel nacional, como internacional. Así, los 

datos referidos a los gastos en actividades de innovación/PBI ubicaron al país bien por detrás 

de los países más desarrollados, pero también respecto a Brasil y otros países de la región. En 

el tercer encuentro, Guillermo Anlló (UNESCO) hizo también hincapié sobre este punto, al 

mostrar que los países tomados como referencia para la elaboración de la consultoría 

“Principios generales para un nuevo diseño institucional. Recomendaciones sobre opciones 

de diseño institucional a desarrollarse en el sistema uruguayo de I+D+i” no presentaban 

diferencias notorias con Uruguay en términos de la relación entre el tamaño de la matrícula 

universitaria y la población total, pero sí en cuanto a la proporción del PBI destinada a invertir 

en actividades de investigación y desarrollo.  

Como muestran esas estadísticas, la brecha más importante corresponde al nivel que, 

siempre en términos relativos al PBI, alcanza la inversión en esas actividades por parte del 

sector privado. De hecho, la participación que en el PBI tiene la inversión pública en I+D en 

países como Israel o Nueva Zelanda no difiere sustantivamente de la que muestra Uruguay, 

aunque esa referencia cuantitativa poco diga sobre las características cualitativas que asume 

esa inversión. En todo caso, lo que se verifica es que esa inversión pública -que evidencia el 

financiamiento de las actividades de investigación y desarrollo, pero que nada dice sobre los 

esfuerzos de innovación que el propio Estado lleva adelante, en su rol de proveedor de bienes 

y servicios para la sociedad- no logra en Uruguay disparar o apuntalar un proceso 

complementario de aprovechamiento social que se exprese en inversión privada en esas 

actividades.    
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2. ¿Qué es necesario transformar en el sistema de ciencia, 

tecnología e innovación del Uruguay?  

En el segundo encuentro, 7 mesas compuestas por representantes institucionales de los 

sectores académico, estatal y productivo se abocaron a discutir los principales factores 

causales que contribuirían a explicar la baja inversión en actividades de innovación, tanto por 

parte del sector privado como del público (nuevamente, refiriendo aquí al Estado como 

organización productora de bienes y servicios, y no sólo como la fuente de financiamiento 

para las actividades de investigación, desarrollo tecnológico e innovación). Cada mesa se 

centró en dar cuenta de la dinámica de uno de los sectores y debió priorizar 5 de los factores 

mencionados. Luego, voceros de cada una de las mesas presentaron y socializaron los 

resultados alcanzados, y los aspectos más destacables del intercambio mantenido.  

Como resultado de este proceso, emergen 3 grandes campos de debilidades pasibles de 

intervención por parte de la política pública: a) en línea con el apartado anterior, la falta de 

orientación estratégica para guiar, dar coherencia y continuidad a los esfuerzos de apoyo a 

las actividades de investigación, desarrollo tecnológico e innovación; b) los marcos 

normativos que regulan las actividades de innovación, el comportamiento de las y los 

investigadores en el ámbito académico, y de las organizaciones de derecho público en el 

ámbito estatal; y c) la brecha existente entre los subsistemas productivo y científico-

tecnológico, tanto en términos del tipo de conocimiento que uno requiere y que el otro 

provee, así como también de las capacidades institucionales existentes para facilitar la 

vinculación entre ambos subsistemas. 

A continuación, se dan mayores detalles sobre lo expresado en torno a esos 3 campos de 

intervención. 

A. La falta de orientación estratégica para el sistema de ciencia, tecnología e 

innovación 

Este fue un aspecto que atravesó los distintos encuentros y que, de alguna manera, refuerza 

el concepto original del “para qué” determinado a un nivel más general, para luego ir hacia el 

desarrollo  de lineamientos estratégicos más concretos.  

Como advirtió la Dra. Isabelle Chaquiriand, Decana de la Facultad Ciencias Empresariales de 

la Universidad Católica del Uruguay (UCU) en el tercer encuentro, orientar implica elegir. Y 
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elegir, a su vez, conlleva renunciar o desestimar. De allí el interrogante clave que el Dr. Caputi 

dejara tempranamente planteado en el primer encuentro: ¿se decidirá Uruguay a elegir?  

La necesidad de elegir pareciera haber sido asumida por diferentes actores políticos e 

institucionales. En el primer encuentro, el Diputado Olmos señaló que ello resulta crítico para 

contribuir a revertir dos elementos característicos del sistema: por un lado, la desarticulación 

entre sus “dos cabezas” institucionales; es decir, aquella más orientada a la educación (más 

vinculada a los Ministerios de Educación y Cultura y las Universidades) y aquella más volcada 

a los “problemas” de la producción (ligada al Ministerio de Agricultura, el INIA o el Ministerio 

de Industria, por ejemplo). Y, por el otro, la casi nula presencia de investigadores y 

profesionales de alto nivel de formación fuera del ámbito académico, ya sea en el sector 

privado o estatal.  

En la segunda reunión, el Dr. Rodolfo Silveira, Consejero de la Universidad Tecnológica (UTEC), 

sostuvo que esa orientación y alineación de esfuerzos se torna crucial para salvar el problema 

de la generación de “masa crítica” de conocimiento, considerada bajo parámetros 

internacionales. Más puntualmente, se debiera apuntar entonces a seleccionar aquellas áreas 

en donde el país esté dispuesto a realizar los esfuerzos necesarios para forjar esa masa crítica. 

Y en el último encuentro, la Dra. Mercedes Aramendía, Presidenta del Consejo Nacional de 

Innovación, Ciencia y Tecnología (CONICYT) refrendó esa necesidad de elegir, aún a sabiendas 

de que ello conlleva riesgos. Según ella, “elegir, ejecutar, evaluar” sería la fórmula para mitigar 

esos riesgos, en línea con lo adelantado por los/as relatores de algunas mesas de discusión 

durante el taller anterior.  

No obstante, matizando ese aparente consenso en torno a la importancia de elegir (orientar 

estratégicamente), y reflejando de algún modo lo arriba apuntado en cuanto a que supone 

también desestimar, algunos/as relatores/as de las mesas de discusión plantearon, 

especialmente durante ese tercer encuentro, que la definición de esa orientación debería 

incluir criterios de flexibilidad. Cuánta flexibilidad asimilar sin que ello termine implicando 

diluir el objetivo de orientar, es una pregunta cuya respuesta queda entonces para el proceso 

político de toma de decisiones. 

Algunos antecedentes institucionales para dar soporte a esa orientación estratégica fueron 

resaltados. En particular, el Plan Estratégico en Ciencia y Tecnología (PENCTI) fue 

especialmente rescatado por parte de la Dra. Mercedes Aramendía (CONICyT) en el último 

encuentro, donde informó que se había realizado un proceso de evaluación del mismo por 

parte de la organización. Sin embargo, la falta de seguimiento y actualización que tuvo dicha 
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herramienta fue destacada en el primer encuentro por el Ministro de Educación y Cultura, 

Pablo da Silveira. En el mismo sentido, la Dra. Aramendía observó la falta de gobernanza que 

tuvo el plan una vez elaborado, fenómeno que habría redundado en buena medida en la “falta 

de apropiación” del mismo por parte de los agentes promotores y ejecutores de las 

actividades de ciencia, tecnología e innovación.  

Asimismo, en línea con lo afirmado en las consultorías -principalmente en aquella referida a 

los instrumentos-, también se destacaron algunas intervenciones que sirvieron para 

operativizar los procesos de “elección” estratégica, como lo fueron los Fondos sectoriales de 

innovación.  

Pero fue la experiencia vivida en la pandemia (en donde se utilizó el conocimiento para la 

toma de decisiones y resolución de problemas) la que una y otra vez se destacó como la 

manifestación de los resultados alcanzables cuando se plasma una orientación clara y 

decidida. Aunque mediada por un sentido de urgencia tan subrayado como difícil de replicar.  

El proceso de discusión dejó entonces latente el interrogante sobre cuáles podrían ser los 

desafíos sociales, ambientales o productivos capaces de ser elegidos para alinear los esfuerzos 

de investigación, desarrollo e innovación, que, en general, se encuentran mucho más 

dispersos.  

 

B. Los marcos normativos que regulan las actividades de innovación, el 

comportamiento de las y los investigadores en el ámbito académico, y de las 

organizaciones de derecho público     

Durante ese segundo encuentro, varias mesas refirieron a aspectos de carácter normativo y 

administrativo como limitantes tanto para la interacción academia-empresa (pública o 

privada), como para aprovechar oportunidades de innovación en las empresas públicas y la 

administración central. Esa apreciación coincidió con la que, de manera individual, habían 

vertido las y los participantes del primer encuentro, aunque, como veremos a continuación, 

en esa primera reunión lo concerniente a la normativa sobre gestión de los derechos de 

propiedad intelectual había adquirido mayor protagonismo.  

En efecto, durante el primer encuentro las recomendaciones que fueron identificadas como 

de mayor impacto sobre la dinámica del sistema de ciencia, tecnología e innovación de 

Uruguay fueron las vinculadas a las dificultades de gestión de las instituciones según el 
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derecho jurídico en el cual están insertas, en particular aquellas sujetas al derecho público 

(Gráfico I). Ese marco jurídico constituiría hoy una limitante respecto al alcance y la flexibilidad 

que puede adoptar el cuerpo académico para involucrarse en actividades más asociadas al 

desarrollo tecnológico y la innovación.  

A su vez, en un sentido semejante, pero en referencia al sector privado, se apuntó al obstáculo 

que actualmente presenta el formato jurídico de las empresas para facilitar el surgimiento y 

desarrollo de nuevos emprendimientos dinámicos. Así, si bien se aprobó en 2019 la Ley para 

el Fomento del Emprendedurismo (Nº 19.820), conocida como Ley SAS (Sociedades Anónimas 

Simplificadas), se consideró que aún está muy lejos de los esquemas que hay en jurisdicciones 

en el exterior, que permiten una mayor plasticidad en términos de relaciones entre 

fundadores/inversores y que tiene implicancias desde el punto de vista tributario y de 

derecho laboral. Y que también hay aspectos jurídicos que generan trabas en el acercamiento 

de los inversores internacionales o venture capital. 

Gráfico I. Problemas con al menos una recomendación propuesta para su 
solución considerada de Impacto Alto, según cantidad de participantes que así 
la valoraron  

 

 

Fuente: elaboración propia en base a encuesta realizada en el primer encuentro. 
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En el primer encuentro hubo además un cuerpo de recomendaciones referidas a problemas 

vinculados con la gestión de los derechos de propiedad intelectual y registro de nuevos 

productos que fue reconocido como de gran significación. Por un lado, se entendió que la no 

adhesión de Uruguay al Tratado de cooperación en materia de patentes tiene un impacto alto 

sobre la dinámica del sistema.  

El objetivo del Tratado es simplificar y hacer más eficaz y económico el procedimiento para 

solicitar en varios países la protección de las invenciones mediante patentes. Pese a que 

existiría mucha evidencia empírica sobre los beneficios para la protección de los esfuerzos de 

I+D+i en las jurisdicciones en donde está en vigor (157 países), el país aún no ha adherido. Lo 

anterior fue también un punto común en las intervenciones de los dos comentaristas que 

inauguraron el primer encuentro. El Dr. Caputi afirmó que la no adhesión al Tratado de 

Cooperación en materia de patentes es una de las “peculiaridades que no queremos tener”. 

Mientras que el Diputado Olmos sostuvo que, ante la necesidad de decidir entre los dos 

escenarios (el de adherir o mantenerse afuera, cada uno con sus riesgos), prefería aquel en el 

que, al menos, las reglas quedaban claras. También en el último encuentro, Santiago 

Martínez, Director de Propiedad Intelectual en el Ministerio de Industria, Energía y Minería 

(MIEM), apuntó la importancia de trabajar los aspectos referidos a la regulación de la 

propiedad intelectual 

El Dr. Caputi apuntó también a las necesidades de simplificación, que no debieran requerir la 

consolidación de otros consensos de mayor envergadura como para poder avanzar. En ese 

sentido, un paquete de trabas de carácter más burocrático fue identificado como 

especialmente relevante por las mesas de discusión. En particular: a) las autorizaciones y 

certificaciones, en especial en el rubro “Ciencias de la Vida”, donde los procesos suelen ser 

confusos, lentos y muchas veces difíciles de resolver, con superposición de controles a cargo 

de diversos Ministerios, y aprobaciones redundantes de productos que ya tienen su 

habilitación en el exterior; b) la existencia de un registro bromatológico distinto en cada 

departamento del país, lo que multiplica los costos y extiende los tiempos; y c) las dificultades 

relativas a la importación de equipamiento e insumos destinados a investigación, así como 

desconocimiento de las plataformas tecnológicas disponibles en el país que hagan posible 

compartirlos y cooperar entre instituciones.  

En ese primer taller surgieron también aspectos que tienen influencia en el desempeño de los 

investigadores. Por un lado, se identificaron como muy importantes las restricciones formales 

que afectan a instituciones científicas de la órbita estatal para la importación de insumos y 
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equipamiento con fines de investigación. Y, por el otro, si bien con un menor grado de 

relevancia asignado, lo concerniente al esquema de incentivos vigente que orienta las tareas 

de las y los investigadores. En este sentido, durante el segundo encuentro, la Dra. Cecilia 

Fernández (UDELAR), reseñó y destacó los avances que durante los últimos lustros se 

evidenciaron en el ámbito de la UDELAR, en lo que atañe a la generación de incentivos para 

promover la vinculación con el entorno, en particular a partir de la Comisión Sectorial de 

Investigación Científica (CSIC). No obstante ello, en esa reunión varias mesas de discusión 

indicaron que uno de los principales factores explicativos de la pobre performance en materia 

de inversión en actividades de innovación es el desacople existente entre el esquema de 

incentivos que predomina a la hora de guiar el accionar de las y los investigadores que 

transitan una carrera académica, y la posibilidad de que destinen tiempo a desarrollar 

soluciones que respondan a las necesidades del sector público o empresario. En particular, se 

menciona la forma de evaluación de las y los investigadores en base a publicaciones en 

revistas arbitradas y la falta de reconocimiento a roles vinculados a la investigación aplicada, 

cuyo resultado no necesariamente culmina en una publicación u otro resultado contemplado 

generalmente valorado en el ámbito de la investigación.  

 

C. La brecha existente entre los subsistemas productivo y científico-tecnológico, 

tanto en términos del tipo de conocimiento que uno requiere y que el otro 

provee, así como también de las capacidades institucionales existentes para 

facilitar la vinculación entre ambos subsistemas. 

El Diputado Olmos señaló en el encuentro inaugural que el sector privado actualmente 

existente no necesita innovar para ser rentable, y que los desafíos que enfrentan los resuelven 

“con poca cosa, o importando”. Mientras que el Dr. Caputi recordó que el grado de intensidad 

innovadora no es una variable independiente del tipo de especialización productiva. Ya en la 

segunda reunión, el Ing. Gustavo Balerio, Director de DANK SA. y hoy referente del ámbito 

privado en el sector forestal, apuntó en cambio a que los desafíos que enfrenta el sector 

privado del Uruguay no son de interés para el ámbito académico.  

Esta línea interpretativa fue continuada por las mesas de discusión en ese segundo encuentro, 

donde se planteó que muchas veces la demanda del sector privado es más de “proyectos de 

consultoría” que de innovación. En un sentido más general, se manifestó que los problemas 

que enfrentan tanto el sector privado como público no constituyen desafíos de “frontera”, 

que es el horizonte que, en cambio, tracciona las tareas de investigación en el ámbito 
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académico. A decir de esta relatoría, este “desfasaje” constituye en buena medida un rasgo 

estructural que no es exclusivo de Uruguay, sino que deviene justamente del lugar que ocupa 

el país en el paradigma tecno-económico global. Ese lugar conlleva asimismo la existencia de 

la disyuntiva “comprar o desarrollar”, no disponible para aquellas sociedades que, 

justamente, “empujan” la frontera tecnológica; y condiciona particularmente la interacción 

entre el subsistema productivo de bienes y servicios y el subsistema científico-tecnológico.  

La consecuencia de esa brecha sería el bajo grado de aprovechamiento social del 

conocimiento que produce el subsistema científico-tecnológico del Uruguay. En este sentido, 

puede decirse que el proceso de discusión dejó planteados algunos interrogantes a partir de 

la idea de que el sector privado uruguayo se compondría, de manera predominante, de 

actividades productivas que no requieren innovar para sobrevivir; y, aquellas que lo hacen 

(fundamentalmente los que se vuelcan al mercado externo), no tienden a plantear 

“problemas o desafíos de punta” -planteo que podría extenderse al sector público-.  

A partir de las reflexiones anteriores, y tomando como premisa que el ámbito académico 

nacional pretende hacer investigación de frontera, surgirían entonces los siguientes 

interrogantes: a) ¿para quién produciría hoy conocimiento el subsistema científico del país? 

b) ¿existen actividades incipientes o aún no existentes donde podría surgir una 

empresarialidad o un sector público dispuesto a demandar más conocimiento “de frontera”? 

c) ¿debería el subsistema científico-tecnológico dirigir más sus capacidades disponibles para 

responder a problemas que no fuesen “de punta”? d) ¿tendría que apuntalar para ello 

capacidades de las que hoy no dispone o sí, pero de manera escasa?  

Un camino alternativo, poco explorado en el proceso de discusión, pero abordado en la 

consultoría “Relevamiento y evaluación de la normativa para el desarrollo de las políticas y 

actividades de ciencia, tecnología e innovación en Uruguay”, sería potenciar la vinculación del 

subsistema científico-tecnológico del Uruguay con actores internacionales potencialmente 

demandantes de su conocimiento. Camino que implicaría la posibilidad de que el subsistema 

crezca como tal (y emplee recursos calificados), y que elevaría el “retorno” social de la 

inversión pública destinada a fomentar la investigación en el país. Aspecto que fuera 

mencionado por Santiago Martínez (MIEM) en el encuentro final, quien sostuvo la necesidad 

de orientar la investigación hacia áreas con mayor potencial comercial, en aras de lograr 

mayores retornos de la investigación y reducir la carga al erario público. Pero es dable 

reconocer que esa alternativa supondría una contribución al desarrollo del país que sería 
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menor a la que resultaría si esa fuente de riqueza fuese explotada por una empresarialidad 

innovadora en el mismo territorio nacional. 

Ahora bien, más allá de ese factor de carácter más estructural, el sistema como tal carecería 

de las herramientas necesarias para facilitar el intercambio entre los distintos subsistemas. 

Búsqueda de un “lenguaje común” entre el subsistema científico y el entramado empresario; 

bajo nivel de profesionalización de los perfiles técnicos encargados de facilitar dicho 

intercambio, fueron algunas de las expresiones que se señalaron en el segundo encuentro 

como causas de la insuficiente consolidación de los puentes institucionales edificados en los 

últimos años (Gráfico II). Y que, como indica el Gráfico III, habían sido apuntados como uno 

de los problemas cuya resolución podía tener mayor impacto sobre la performance del 

sistema. Complementando esta visión, la Dra. Cecilia Fernández (UDELAR) sostuvo en el 

segundo encuentro que es necesario contemplar el hecho de que las PyMEs no tienden a 

contar con personal calificado para emprender esfuerzos científico-tecnológicos 

significativos. Mientras que, una de las relatorías de las mesas de discusión llamó la atención 

sobre el bajo rango que las áreas de innovación ocupan en las jerarquías de las empresas 

públicas y la administración central. 

Gráfico II. Problema: Falta de roles de “facilitadores” o interfases que busquen 
los problemas de las empresas y los conecten con los investigadores y equipos 
que puedan trabajar en ello 

 

 
 

Fuente: elaboración propia en base a encuesta realizada en el primer encuentro 
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Por último, además de las capacidades institucionales para vincular, distintos expositores 

advirtieron sobre el gran desconocimiento sobre propiedad intelectual, la falta de 

asesoramiento y de personal capacitado en la temática existente en las instituciones del 

sistema. De hecho, “diseñar e implementar cursos y talleres de educación en protección 

intelectual a nivel de estudiantes universitarios, investigadores, empresas o emprendedores 

postulantes a fondos de incentivo fiscal o subsidios varios, como requisito para avanzar en 

diversos proyectos” fue la acción de política pública más votada con alto impacto a bajo costo.  

Gráfico III. Cantidad de participantes que asignaron Impacto Alto y Bajo Costo 
a la recomendación propuesta para la solución del problema. Primeras 10 
recomendaciones priorizadas 

 

 

Fuente: elaboración propia en base a encuesta realizada en el primer encuentro 

A PROBLEMA: desconocimiento y poco asesoramiento sobre Prop Intelectual. RECOMENDACIÓN: Diseñar 

e implementar cursos y talleres de educación en protección intelectual a nivel de estudiantes universitarios, 

investigadores, empresas o emprendedores postulantes a fondos de incentivo fiscal o subsidios varios, como 

requisito para avanzar en diversos proyectos.  

B PROBLEMA: Forma de evaluación de los investigadores. RECOMENDACIÓN: Difundir experiencias y 

visibilizar socialmente a investigadores (role) que transfieren 

C PROBLEMA: Formato jurídico de las empresas. RECOMENDACIÓN: Propiciar mesa técnica con expertos 

en derecho de sociedades y expertos tributarios para reformular el formato jurídico y tributario de empresas 

compatible con variantes de aportes de capital internacional para I+D+i. 

D PROBLEMA:  Centralismo. RECOMENDACIÓN: Revisar reglamentos para q becarios de la Agencia 

Nacional de Investigación e Innovación (ANII) no estén concentrados en Montevideo 

E PROBLEMA: Formato jurídico de las empresas. RECOMENDACIÓN: Realizar estudio comparativo de 

normativa uruguaya con normativa internacional 
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F PROBLEMA: Registros o aprobaciones y certificaciones. RECOMENDACIÓN: Revisar las normativas a nivel 

de Congreso de Intendentes para simplificar registros y autorizaciones en cada Departamento, a través de una 

ventanilla única para todo el país, con iguales normativas 

G PROBLEMA:  No puesta en marcha de la compra pública innovadora, pese a existencia de Decreto 

Reglamentario 

H PROBLEMA:  Vinculación academia-empresa. RECOMENDACIÓN: Capacitar profesionales para que se 

especialicen en transferencia tecnológica 

I PROBLEMA:  Dificultades de gestión de las instituciones según el derecho jurídico. RECOMENDACIÓN: 

Hacer un rediseño jurídico de instituciones dedicadas a CTI en la órbita pública, estatal y no estatal. Mesa técnica 

que promueva la revisión de las normativas que regulan el funcionamiento de esas instituciones a fin de facilitar 

la gestión de sus fondos y dotarlas de mayor agilidad, incluyendo ámbito de actuación, control y rendición de 

cuentas (presupuesto, ingresos extrapresupuestales, entre otros) 

J PROBLEMA: desconocimiento y poco asesoramiento sobre Prop Intelectual. RECOMENDACIÓN: 

Establecer subsidios específicos para mantenimiento de licencias de motores de búsqueda en base de datos de 

patentes 

 

3. Quién debe liderar al sistema para encarar esas 

transformaciones? 

 

Un consenso que atravesó todo el proceso de discusión fue el diagnóstico sobre la falta de 

liderazgo del sistema nacional de ciencia, tecnología e innovación, y la convicción de que 

resulta imprescindible generar una configuración institucional que revierta ese estado de 

situación. Ya en el primero encuentro, las mesas destacaron como muy relevante o 

medianamente relevante el problema de “dispersión de personas, órganos y entidades -

públicas y privadas; estatales y no estatales- que actúan en materia de CTI en Uruguay” (ver 

Gráfico IV). 

En términos del Dr. Rodolfo Silveira (UTEC), el problema de la orientación estratégica de la 

que carece el sistema en Uruguay remite, en última instancia, a un problema de gobernanza, 

porque “tiene que haber alguien que mande”. El Dr. Juan Cristina, de la Academia Nacional 

de Ciencias del Uruguay (ANCiU), subrayó la ausencia de ese liderazgo, que contribuiría a la 

confusión de funciones entre las distintas oficinas públicas. Mientras que Guillermo Varela, 

de la Confederación de Cámaras Empresariales (CCE), planteó la necesidad de saber quién es 

el interlocutor, y a quién se le pide rendición de cuentas.   

La Dra. Aramendía (CONICyT) levantó ese consenso en el último encuentro, que también se 

expresó en la tercera reunión a través de las Mesas de discusión, donde quedó claro que no 

existe ningún actor del sistema que sea visto hoy con un rol protagónico en lo que atañe a la 

definición de la orientación estratégica y la coordinación político-institucional. Pero también 
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aseveró que, como se comprobó en el tercer encuentro, las diferencias radican en torno a 

cuál debería ser la configuración institucional que diese respuesta a ese vacío de liderazgo.  

Algunos/as participantes tendieron a inclinarse por la figura de un Ministerio con ascendencia 

específica sobre el área. Y durante el último encuentro, el Dr. Gonzalo Tancredi (Investiga Uy), 

planteó expresamente que se debería crear un Ministerio de Investigación e Innovación, 

detallando incluso las Direcciones con las que éste debería contar. Sin embargo, otros/as 

relatores/as hablaron en la tercera reunión de un “ámbito” más que de un “órgano” y, en 

términos más generales, varios/as relatores/as manifestaron la imposibilidad de alcanzar una 

posición única sobre el tópico.  

 
Gráfico IV. Problema: Dispersión de personas, órganos y entidades -públicas y 
privadas; estatales y no estatales- que actúan en materia de CTI en Uruguay. En 
el caso de las entidades públicas existe un “archipiélago” de instituciones y 
resulta complejo desentrañar los cometidos, atribuciones y competencias de 
cada una 

 

 
 
Fuente: elaboración propia en base a encuesta realizada en el primer encuentro 

 

En ese sentido, Guillermo Anlló (UNESCO) se encargó en el tercer encuentro de sintetizar los 

principales hallazgos de la consultoría “Principios generales para un nuevo diseño 

Institucional - recomendaciones sobre opciones de diseño institucional a desarrollarse en el 

sistema uruguayo de I+D+i”. El análisis comparativo de las 4 experiencias que sirvieron como 
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referencia internacional (Dinamarca, Finlandia, Israel y Nueva Zelanda) permitió constatar 

que no existe homogeneidad respecto a la forma de organización institucional que encuadran 

a las políticas de ciencia, tecnología e innovación en esos países; y que tampoco hay un criterio 

único según el cual se separe el espacio institucional para la toma de decisiones de nivel 

estratégico de aquel destinado al nivel operativo.  

Así, por un lado, se observa que el nivel estratégico puede recaer tanto en figuras de Consejos 

como de Ministerios; y que, derivado de ello, los Ministerios encargados del nivel operativo 

pueden o no tener integrada la función de definición estratégica. Por el otro, se corrobora 

que las políticas públicas para la promoción de la ciencia, el desarrollo tecnológico y la 

innovación pueden estar concentradas en una única jurisdicción o repartidas entre varias; y 

esas jurisdicciones pueden estar específicamente abocadas a esta temática o articularse con 

las educativa o productiva.     

 
Cuadro I. Organización institucional de los niveles estratégico y operativo de la 
política pública, según país 
 

 

Fuente: Presentación Guillermo Anlló (UNESCO) 

 

Ahora bien, más allá de las diferencias evidenciadas en las formas de gobernanza, Anlló 

destacó que lo que sí comparten todas las experiencias es la realización de ciertas funciones. 

Y es allí donde nuevamente emergió el consenso.  

En este sentido, la Dra. Aramendía (CONICyT) planteó que la falta de coordinación redunda 

actualmente en la superposición de funciones entre distintos actores institucionales, algo que 

había sido relevado por la consultoría sobre el marco normativo. Frente a esto, el Dr. Caputi 

se preguntó si no sería recomendable la elaboración de una Ley de Ciencia y Tecnología que 

sirva para consolidar en una política de estado los consensos sobre el tema y, a la vez, 
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contribuya a ordenar el “archipiélago de islas” que componen los distintos actores 

institucionales del sistema. Separando así la definición de las responsabilidades y atribuciones 

de cada actor (que quedaría en el ámbito legislativo) de la coordinación ejecutiva entre ellos 

(que sí quedaría en el Poder Ejecutivo). En este sentido, el Dr. Tancredi (Investiga Uy) se 

mostró contrario a que esa coordinación fuese ejecutada por medio de ámbitos tales como el 

Gabinete de Innovación, dado que la experiencia había demostrado que ese esquema de 

carácter horizontal contribuyó a que se diluyeran las responsabilidades. 

Por su parte, el Diputado Olmos también fue más allá y planteó la necesidad de algunos 

rediseños institucionales específicos. En primer lugar, propuso retirar del Ministerio de 

Educación y Cultura todas las funciones relacionadas con la Ciencia, la Tecnología y la 

Innovación y distribuirlas entre otros actores del sistema. En particular, trasladar las funciones 

de la Dirección Nacional de Innovación, Ciencia y Tecnología (DICYT), perteneciente al MEC, a 

la ANII y apuntar a transformar el Clemente Estable bajo el modelo de referencia del Instituto 

Pasteur. En segundo lugar, quitar al Ministerio de Salud las atribuciones en materia 

regulatoria y volcarlas en una Agencia que se transforme, según su visión, en un actor que 

viabilice y no impida la innovación. Y, en tercer lugar, fortalecer los espacios institucionales 

que mostraron buen funcionamiento, como la ANII, LATU, el Ceibal, el Pasteur y la Dirección 

Nacional de Propiedad Intelectual.    

Ernesto Fernández Polcuch (UNESCO) destacó en el tercer encuentro la contribución de la 

Consultoría “Caracterización de actores y sus capacidades en el sistema de ciencia, tecnología 

e innovación en Uruguay” a la diferenciación de funciones y la importancia de clarificar qué 

hace y qué debería hacer (y qué no) cada agente del sistema. En esa reunión se retomó una 

herramienta de análisis propuesta en esa consultoría, y se la cruzó con una reformulación 

parcial de las funciones referidas en la consultoría sobre principios generales para un nuevo 

diseño institucional. Con ese nuevo dispositivo disponible, las y los participantes del 

encuentro valoraron individualmente, tanto el grado de influencia que los distintos actores 

del sistema tienen efectivamente sobre su funcionamiento, como aquel que, según su 

parecer, sería deseable que tuviesen. Ello permitió realzar el vacío de liderazgo existente para 

las funciones de orientación estratégica y coordinación político-institucional, pero también 

apuntar las debilidades observadas en otras funciones. En ese sentido, la función de 

prospectiva y generación de información fue mencionada como un insumo crítico para la 

elaboración de estrategias inteligentes, y se hizo hincapié sobre la relevancia de que la función 

de evaluación sea llevada adelante por actores distintos a los ejecutores, en particular de las 

propias actividades de I+D+i. Además, varias mesas plantearon fortalecer los ámbitos 
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asesores. Y apuntaron a la ausencia de actores institucionales clave, como el Ministerio de 

Salud. 

En términos más específicos, a partir del ejercicio pudo establecerse que:  

• En lo que atañe a la situación presente del sistema, los puntajes más bajos los obtuvo 

la función de Coordinación Político-Institucional, y luego las de Orientación e 

Información estratégica.  

• El único actor que consiguió más de 30 puntos (sobre un máximo de 50) en todas las 

funciones (salvo, como es razonable, en ejecución de actividades) es “Agencias”. 

• La Oficina de Planeamiento y Presupuesto fue señalada como la segunda institución 

con mayor influencia en términos de orientación estratégica, levemente por encima 

de los Ministerios de Producción y con una percepción de influencia 

considerablemente mayor a la de los otros ministerios contemplados. Y con un peso 

también relativamente significativo (es decir, en comparación al resto de los actores) 

en la coordinación político-institucional. 

• El Ministerio de Educación y Cultura es, en cambio, identificado con una influencia 

relativamente baja en todas las funciones, siendo la de Coordinación Político-

Institucional donde más significación se le otorga. 

• El CONICyT tiene una relevancia semejante en Orientación estratégica y Coordinación 

político-institucional. Pero en la primera de esas funciones se le identifica con menor 

relevancia relativa que otros actores. 

• La influencia del sector académico y los centros tecnológicos en lo que hace a la 

mayoría de las funciones es considerada equivalente. Leves diferencias a favor de 

Sector Académico en Información estratégica y en Seguimiento y Evaluación  

• Cuando refiere en cambio al escenario deseable, se visualiza al Ministerio de 

Educación y Cultura (y quizá es acá donde también alguno/as de lo/as respondientes 

ubicaron implícitamente al potencial futuro  Ministerio), con mucho más 

protagonismo en información estratégica y, sobre todo, liderando Orientación 

Estratégica y la Coordinación Político-Institucional. 

• Al CONICyT, por su parte, se lo ve liderando Información estratégica y con un rol 

protagónico en la Orientación estratégica y, en menor medida, en el Seguimiento y 

evaluación. 

• También se visualiza a los Ministerios de Ambiente y Producción con gran influencia 

sobre la Orientación estratégica y, en menor medida, sobre la Información estratégica 

y la Coordinación político-institucional. 
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• En contrapartida, se visualiza la necesidad de menos protagonismo relativo de las 

Agencias en esas agendas, debiendo mantenerse (y elevarse en términos absolutos) 

el que tienen en el Financiamiento, Promoción y Seguimiento y Evaluación. 

• Se pretende mucho mayor protagonismo del sector empresarial (público y, sobre 

todo, privado) en el financiamiento, pero también en la propia ejecución de las 

actividades de I+D+i 

• La OPP se sigue viendo como un organismo relevante, debiendo disminuir (en 

términos relativos, más no absolutos) su incidencia sobre la orientación estratégica, 

y elevarla en información estratégica y seguimiento y evaluación. 

• Como consecuencia, aunque se propone que eleven su influencia en términos 

absolutos, los Centros Tecnológicos y el Sector Académico debieran disminuir su nivel 

de liderazgo actual en términos relativos, sobre todo en cuanto a la coordinación 

político-institucional y el financiamiento. No así en la ejecución de actividades de 

I+D+i. 

 

 

Cuadro II. Nivel de Influencia promedio asignado a cada actor institucional, 

según función. Puntaje de 1 a 50. 
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Conclusiones 

El proceso impulsado por el Ministerio de Educación y Cultura cumplió, en primer lugar, con 

su cometido de lograr una instancia de discusión abierta y encuentro de los diferentes actores 

institucionales que forman parte del sistema de ciencia, tecnología e innovación del país. La 

cantidad y diversidad de instituciones que participaron de los distintos eventos dan cuenta de 

ello. Como destacó Guillermo Varela (CCE) en el último encuentro, que se pudiesen reunir 

todos esos actores y debatir en un ambiente de colaboración y respeto, constituye un factor 

diferencial positivo del Uruguay, en particular en el ámbito regional. Más aún cuando se 

abordaron temas sensibles para las distintas comunidades del sistema, como ser el esquema 

de incentivos (los criterios de evaluación) a las y los investigadores o la no adhesión del país 

a ciertos tratados internacionales como el PCT.  

En segundo lugar, los resultados de las mesas de discusión y las intervenciones de los 

comentaristas permitieron advertir que existen algunos consensos de base importantes. Por 

un lado, hay acuerdo respecto a la necesidad del país de avanzar hacia una economía que 

encuentre en el conocimiento a una de sus principales fuentes de riqueza. Y que, para ello, el 

sistema de ciencia, tecnología e innovación debe ganar mayor densidad, para lo cual no 

alcanza con incrementar los esfuerzos de financiamiento a la generación de ese conocimiento 

por parte del sector público, sino que resulta especialmente crítico encontrar los mecanismos 

que contribuyan a elevar el nivel de aprovechamiento e inversión privada. Por el otro, es 

compartida la valoración positiva de numerosas innovaciones institucionales que tuvieron 

lugar en las últimas décadas, como por ejemplo la creación de la Agencia Nacional de 

Investigación e Innovación. Pero también lo es la visión de que el sistema presenta debilidades 

en varias de sus funciones, particularmente lo que atañe a su orientación estratégica y 

coordinación político-institucional. En este sentido, también hubo consenso sobre la 

insuficiencia de mecanismos institucionales propuestos a tal fin en el pasado, tales como el 

PENCTI o el Gabinete de Innovación. Y hubo algunos aspectos que, si bien recibieron una 

atención dispar a lo largo de los distintos talleres, no dispararon mayores diferencias, como 

la necesidad de profundizar el camino de diversificación territorial de los esfuerzos y 

capacidades de I+D.  

En tercer lugar, el ciclo de talleres también posibilitó evidenciar algunas de las diferencias que 

existen en las perspectivas de los diferentes actores. Así, más allá del consenso sobre la falta 

de un liderazgo institucional del sistema y de la predilección de algunos actores por la creación 

de un Ministerio específico para el área, no existe unanimidad sobre el formato institucional 

que debiera adoptar la solución a esa debilidad ni claridad sobre los mecanismos a 

implementar para lograr una sinergia entre las distintas funciones del sistema .  

Finalmente, el proceso de discusión no arrojó suficiente luz sobre algunos interrogantes 

centrales, que podrían constituir el contenido de una agenda a profundizar en el futuro: 

1) Aunque hubo una reivindicación generalizada de la capacidad de alineación de 

esfuerzos de inversión e investigación de los distintos actores del sistema que indujo 

el desafío del COVID-19, no hubo mayores aportes sobre cuáles pueden ser hacia 

adelante las grandes misiones emergentes que requieran desarrollos tecnológicos 

que puedan conseguir resultados semejantes.  



 

25 
 

2) Si bien algunas intervenciones destacaron el rol de los fondos sectoriales, dada la 

brecha existente entre las diferentes demandas de los sectores público y privado 

respecto a la generación de conocimiento por parte del sistema, ¿cuáles podrían ser 

las estrategias a implementar para lograr una mayor colaboración? 

3) ¿Cómo conciliar la tensión que se genera entre priorizar (elegir o desestimar) áreas y 

sectores, y las convocatorias de investigación no orientadas?   

Es así que quedaron planteados algunos interrogantes, los que fueron planteados en el 4to 

taller, que el ejercicio de respuesta de los mismos permitiría delinear una serie de acciones a 

seguir: 

1- ¿Qué aprendizajes se pueden extraer de experiencias pasadas que apuntaron a 

planificar y coordinar estratégicamente el ecosistema (PENCTI, Gabinete de la Innovación, 

entre otros) ? 

 2- Dada la brecha existente entre las diferentes demandas de los sectores público y 

privado respecto a la generación de conocimiento por parte del sistema, ¿cuáles podrían ser 

las estrategias a implementar para lograr una mayor colaboración? 

 3- ¿Cuáles pueden ser los grandes desafíos emergentes que impliquen definir misiones 

que requieran desarrollos tecnológicos que puedan alinear los esfuerzos de inversión e 

investigación? 

 4- Ante la demanda de los actores por lineamientos estratégicos, ¿cómo se concilia la 

tensión que se genera entre priorizar (elegir o desestimar) áreas y sectores, y las 

convocatorias de investigación no orientadas? 

 5- ¿Cómo diseñar una estructura institucional del sistema, en particular en los niveles 

estratégico, operativo y de promoción, y cómo garantizar una interacción sinérgica? 
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Relatoría Taller 1.- martes 7 de marzo de 2023- 

 

1. DESCRIPCIÓN DE LA JORNADA 
 
La jornada de trabajo tuvo lugar el 7 de marzo, en la sede de la UNESCO en Montevideo. El 
encuentro contó con la apertura institucional por parte del Ministro de Educación y Cultura 
(MEC), Pablo da Silveira; y del Director de la Oficina Regional de Ciencias de la UNESCO para 
América Latina y el Caribe, Ernesto Fernández Polcuch.  
 
La actividad se estructuró en tres partes, todas las cuales tuvieron como plataforma de apoyo 
la “Consultoría 1. Relevamiento y evaluación de la normativa para el desarrollo de las 
políticas y actividades de ciencia, tecnología e innovación en Uruguay”, encargada por el 
MEC y desarrollada durante el año 2022, con el fin de proveer insumos y encauzar el proceso 
de discusión pública sobre el sistema institucional de ciencia y tecnología del país.  
 
En la primera parte, el Dr. Pablo Caputi y el Diputado Gustavo Olmos fueron invitados por el 
Ministerio a participar con comentarios con el afán de introducir miradas diversas y críticas 
sobre lo planteado en la consultaría. Así, buscaron encuadrar el proceso de debate a iniciar 
en el marco estratégico del desarrollo nacional, vertieron sus pareceres sobre los principales 
desafíos a los que deberían responder las potenciales modificaciones al sistema institucional 
de ciencia y tecnología y volcaron sus posiciones sobre algunos de los problemas identificados 
por la consultoría.  
 
En la segunda parte, 7 mesas compuestas por representantes institucionales de los sectores 
académico, estatal y privado se abocaron a discutir en cada caso una selección de las 
problemáticas planteadas por la consultoría. La distribución de las problemáticas a discutir 
por cada mesa fue de carácter aleatorio, y establecida con el objetivo de que todas ellas 
debatiesen aspectos de las diferentes áreas abordadas por la consultoría. Es decir, aquellos 
referidos a la normativa; a los marcos jurídicos y las capacidades para ejercer la protección de 
los derechos de propiedad intelectual; y a las fallas sistémicas que presentaría el actual 
funcionamiento del sistema de ciencia y tecnología. El paquete de problemáticas era 
compartido por al menos 2 mesas, y las y los participantes de éstas debían evaluar la 
relevancia de la problemática. A su vez, al finalizar el intercambio, cada participante del 
evento debió considerar, de manera individual, las propuestas de acción que la consultoría 
propuso para lograr la solución de las problemáticas identificadas. En este caso, a diferencia 
de lo ocurrido con el trabajo en mesas, las apreciaciones se establecieron sobre el conjunto 
de problemáticas planteadas y no sobre una selección de ellas.  
 
Finalmente, en una tercera y última instancia, voceros de cada una de las mesas presentaron 
y socializaron los resultados alcanzados en cada una de ellas y los aspectos más destacables 
del intercambio mantenido.  
 
A continuación, se presenta una síntesis de los aspectos más destacables de las intervenciones 
hechas por los comentaristas y los resultados alcanzados en cada una de las mesas en cuanto 
a la relevancia de las problemáticas planteadas por la consultoría. Aquellos correspondientes 
a las propuestas de acción, en cambio, serán compartidos en la relatoría final.      
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2. ASPECTOS MÁS DESTACABLES DE LAS INTERVENCIONES DE LOS COMENTARISTAS 
 

2.1 OBJETIVOS DEL PROCESO DE DISCUSIÓN 
 
Antes de las intervenciones de los comentaristas, el Ministro de Educación y Cultura, Pablo 
da Silveira, planteó el espíritu que motorizaba a su Ministerio a impulsar el proceso de 
discusión. En ese sentido, sostuvo que lo que se busca es disparar un proceso de reflexión 
colectivo, que vuelque preguntas significativas sobre el funcionamiento del sistema de 
ciencia, tecnología e innovación que sirvan para identificar necesidades y guiar el potencial 
proceso de reforma a su estructuración. Y que, por el contrario, no se trata de un mecanismo 
para validar una propuesta previamente elaborada desde el Poder Ejecutivo.  
 
En esa dirección, señaló la importancia de que el proceso de reflexión sea sostenido en el 
tiempo, contrastando con lo acontecido con otras valiosas experiencias transitadas en el 
pasado, como fuera el caso del Plan Estratégico en Ciencia y Tecnología (PENCTI), que luego 
de su contribución inicial acumulaba ya más de 10 años sin haber sido revisado.  
 
Y dejó algunos ejemplos sobre el tipo de preguntas que aspiraba a que lograsen instalarse en 
la comunidad interesada en las políticas de ciencia, tecnología e innovación, tales como la 
incidencia que ha tenido la política pública sobre la productividad científica, la adecuación de 
las misiones y los roles de los distintos actores del sistema institucional y la forma bajo la cual 
el país se relaciona actualmente con distintos acuerdos que existen a escala global para la 
tramitación y gestión de los derechos de propiedad intelectual.  
 

2.2. CONTEXTO PARA UNA DISCUSIÓN SOBRE EL SISTEMA DE CTI EN EL URUGUAY 
 
Una primera contribución de los comentaristas tuvo que ver con contextualizar la importancia 
del sistema institucional de CTI en una perspectiva de más largo alcance para el desarrollo del 
país.  
 
En este sentido, más allá de la ya abundante evidencia sobre la asociación entre la capacidad 
innovadora de las sociedades y el respectivo nivel de desarrollo económico, el Diputado 
Olmos ubicó la discusión en el marco específico de un país, como el Uruguay, para el que se 
proyecta tanto una caída de su población como de su producto bruto interno. En este marco 
(Nota de la relatoría: signado por la carencia de lo que la literatura denomina “bonus 
demográfico”, y también por las limitaciones para pensar en una mayor explotación extensiva 
de los recursos naturales disponibles), la aspiración de contar con un “estado de bienestar 
como el de los países nórdicos” sólo podría alcanzarse de mediar un cambio en la intensidad 
innovadora de la estructura productiva del país.  
 
Esa tendencia declinante vendría a acentuar una característica destacada por el Dr. Caputi: la 
de ser un país despoblado, en lugar de pequeño. En otras palabras, uno de los aspectos que 
distingue estructuralmente al Uruguay sería el de tener un mercado interno chico, elemento 
que tiende a limitar la tracción que, en términos de demanda de innovación, puedan tener 
aquellas actividades concentradas en abastecer el mercado local.  
 
Ahora bien, el Dr. Caputi también destacó que el país cuenta con antecedentes propios 
valiosos para poder inspirarse. Por un lado, en materia de innovación, se trata de una nación 
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que supo ser vanguardia de la Segunda Revolución Industrial, con la experiencia de la empresa 
Livic, que ya en 1870 había instalado un laboratorio de I+D en Fray Bentos. Se trata entonces 
de un país enclave, portuario y con un centro agropecuario, pero que también supo ser 
tecnológico.    
 
Por otro lado, en términos de los acuerdos políticos necesarios para transformar la política de 
CTI en una política de estado, una dirigencia que supo en su momento alinearse en torno a 
un objetivo común (la recuperación de la democracia) y una sociedad que, con la experiencia 
reciente de la pandemia del COVID, mostró también capacidad para ello.    
 

2.3. EL PROBLEMA ESTRATÉGICO DEL SISTEMA DE CTI DEL URUGUAY 
 
Ambos comentaristas hicieron hincapié en un hecho subrayado por las consultorías, en 
particular la 3ra, y es la baja inversión en actividades de innovación. Y ambos también 
refirieron que esto no era sólo aplicable al sector privado, sino también al estatal.  
 
Así, el Diputado Olmos señaló que esto denota, por un lado, que el sector privado 
actualmente existente no necesita innovar para ser rentable, y que los desafíos que enfrentan 
los resuelven “con poca cosa, o importando”. En esa dirección, el Dr. Caputi recordó que el 
grado de intensidad innovadora no es una variable independiente del tipo de especialización 
productiva. Pero, como destacó el Diputado Olmos, tampoco el sector público estaría 
innovando para cumplir sus objetivos. 
 
Según el Diputado, hasta aquí muchas de las políticas instrumentadas se habrían mostrado 
incapaces de “mover la aguja” en términos de comportamiento innovador, en particular del 
sector privado. Esta relativa impotencia de la política pública tendría, según ambos, un factor 
explicativo neurálgico que tiene que ver con la falta de una orientación estratégica para la 
política de CTI. Es en ese nivel del sistema (más que en los otros, es decir, el “político-
articulador”, el “ejecutivo” y el “operativo”) en el que, según él, se hallan las principales 
falencias. Y sería allí dónde apuntaría, según el Dr. Caputi, la pregunta clave de la 4ta 
consultoría del proceso de discusión: si Uruguay habrá o no de priorizar algunas áreas como 
para poder transformar su trayectoria de desarrollo.   
 
Orientación estratégica de la que habría adolecido la demanda de la 1ra consultoría y que 
sería central para responder preguntas que, según Caputi, le fueron implícitamente 
trasladadas a los consultores: “vacíos normativos, incentivos y desincentivos para qué?”. En 
términos del Diputado Olmos, “lo esencial es cómo definimos políticas y cómo trazamos el 
marco institucional, jurídico, organizacional que permita llevarlas adelante”.  
 
Esa orientación estratégica sería, finalmente, crítica para contribuir a revertir dos elementos 
característicos del sistema: por un lado, según el Diputado, la desarticulación entre sus “dos 
cabezas”; es decir, aquella más orientada a la educación (MEC + Universidades) y aquella más 
volcada a los “problemas” de la producción (Ministerio de Agricultura + INIA, por ejemplo). Y, 
por el otro, la casi nula presencia de investigadores y gente formada de alto nivel fuera del 
ámbito académico, ya sea en el ámbito privado o estatal. Aspecto de la 3ra consultoría 
destacado por ambos comentaristas.  
 

2.4. ASPECTOS NORMATIVOS E INSTITUCIONALES DEL SISTEMA DE CTI DEL URUGUAY 
 
Ambos comentaristas coincidieron en la necesidad de atacar las superposiciones 
institucionales identificadas por la consultoría. De hecho, el Diputado Olmos no sólo recaló 
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en ejemplos levantados por el trabajo (como el referido al Plan Agropecuario), sino que sugirió 
incluso que, por cuestiones de escala, instituciones como la ANII y ANDE debieran ser una 
sola.  
 
Incluso fue más allá y planteó la necesidad de algunos rediseños institucionales específicos. 
En primer lugar, propuso retirar del MEC todas las funciones relacionadas con la Ciencia, la 
Tecnología y la Innovación y distribuirlas entre otros actores del sistema. En particular, 
trasladar las funciones de la Dirección Nacional de Innovación, Ciencia y Tecnología (DICYT), 
perteneciente al MEC, a la ANII y apuntar a transformar el Clemente Estable bajo el modelo 
de referencia del Instituto Pasteur. En segundo lugar, quitar al Ministerio de Salud las 
atribuciones en materia regulatoria y volcarlas en una Agencia que se transforme, según su 
visión, en un actor que viabilice y no impida la innovación. Y, en tercer lugar, fortalecer los 
espacios institucionales que mostraron buen funcionamiento, como la ANII, LATU, el Ceibal, 
el Pasteur y la Dirección Nacional de Propiedad Intelectual.   
 
El Dr. Caputi, en cambio, se preguntó si no sería necesario sancionar una Ley de Ciencia y 
Tecnología, que sirva para consolidar en una política de estado los consensos sobre el tema 
y, a la vez, contribuya a ordenar el “archipiélago de islas” que componen los distintos actores 
institucionales del sistema. 
 
El segundo aspecto en el que coincidieron fue en la urgencia por rediscutir la vinculación del 
país con los distintos acuerdos que existen a escala global para la tramitación y gestión de los 
derechos de propiedad intelectual. En particular, en referencia al Tratado de Cooperación en 
materia de patentes y al Tratado de Budapest sobre el Reconocimiento Internacional del 
Depósito de Microorganismos. El Dr. Caputi afirmó que la no adhesión al Tratado de 
Cooperación en materia de patentes es una de las “peculiaridades que no queremos tener”. 
Mientras que el Diputado Olmos sostuvo que, ante la necesidad de decidir entre los dos 
escenarios (el de adherir o mantenerse afuera, cada uno con sus riesgos), prefería aquel en el 
que, al menos, las reglas quedaban claras.  
 
Además de la superposición institucional y de la vinculación del país con los acuerdos globales 
existentes en materia de propiedad intelectual, los comentaristas destacaron otros dos 
aspectos planteados por la consultoría. Por un lado, el Dr. Caputi apuntó a las necesidades de 
simplificación, que no debieran requerir la consolidación de otros consensos de mayor 
envergadura como para poder avanzar. Por el otro, el Diputado Olmos subrayó la falta del 
marco jurídico para el desarrollo del venture capital, en el marco de un señalamiento sobre 
la importancia de incorporar las perspectivas de start-ups e inversores a la hora de discutir las 
reformas.  
 
Y también se dejaron asentadas algunas diferencias con algunas apreciaciones vertidas por el 
trabajo. En ese sentido, el Diputado Olmos consideró que las recurrentes modificaciones en 
las denominaciones de los organismos no era necesariamente un elemento problemático, por 
cuanto respondía a la necesidad de adecuación a un entorno cambiante; que tampoco lo era 
la discriminación negativa para con el investigador independiente -implícita en la norma que 
consagró exoneraciones en los costos de tasas oficiales de solicitud de patentes de invención, 
modelos de utilidad y diseños industriales-, dado que esa categoría era prácticamente una en 
extinción; y que el afán de regular las tecnologías disruptivas era, en el mejor de los casos, 
algo demasiado ambicioso como para ubicarlo como una prioridad.  
 

3. LOS RESULTADOS DE LAS MESAS DE DISCUSIÓN 
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El trabajo de discusión en las mesas permitió identificar aquellas temáticas en las que existe 
cierto consenso sobre la importancia de su modificación para un mejor funcionamiento del 
sistema.  
 
Cabe señalar que, como ya lo había hecho el Diputado, se plantearon ciertos reparos sobre el 
haber tenido que analizar conjuntos dispares de problemáticas, donde incluso para algunas 
de ellas las y los participantes manifestaban no contar con el conocimiento necesario como 
para poder opinar. A su vez, se objetó en algunos casos que las problemáticas a considerar se 
ubicaban en distintos niveles de análisis, aspecto que también había sido apuntado en los 
comentarios iniciales. Por último, otra observación realizada por varias de las mesas fue, en 
consonancia con lo advertido por el Dr. Caputi, que en algunos casos la evaluación de la 
relevancia de la problemática sugerida no podía efectuarse sin contemplar un “para qué” (un 
“modelo deseado”).  
 
Pese a ello, se puede apreciar que es factible conformar dos grandes “paquetes” de 
problemáticas que gozan del consenso antes mencionado. Tratando de seguir uno de los 
criterios analíticos referidos en la consultoría podría decirse que, en el plano “político”, la 
“superposición normativa o indefinición de roles entre el Poder Ejecutivo, los ámbitos de 
asesoramiento y las Agencias de Promoción” aparece como una cuestión de primer orden, 
incluso con carácter más crítico que la “dispersión de personas, órganos y entidades -públicas 
y privadas; estatales y no estatales- que actúan en materia de CTI”.  
 
Un segundo elemento que emerge en ese plano es el concerniente a la situación del país 
respecto a los acuerdos globales en materia de tramitación y gestión de los derechos de 
propiedad intelectual. En particular, la “no firma del Tratado de Cooperación en materia de 
patentes”. La “No adhesión al Tratado de Budapest sobre el Reconocimiento Internacional del 
Depósito de Microorganismos” también concitó atención, pero en una de las mesas la 
percepción fue más heterogénea, reflejando tal vez el menor conocimiento de los alcances 
del mismo.  
 
Y un tercer elemento, que se ubicó un peldaño debajo de los dos anteriores, fue la “falta de 
roles de “facilitadores” o interfases que busquen los problemas de las empresas y los 
conecten con los investigadores y equipos que puedan trabajar en ello”, atendiendo así a los 
déficits de articulación entre el sector privado y el subsistema científico-tecnológico.  
 
Por su parte, en el plano “ejecutivo”, se destacaron cuatro aspectos. En primer lugar, “la alta 
porción de proyectos de investigación de excelencia que no logran acceder a financiamiento 
por lo exiguo de los presupuestos asignados”. Aquí, además de señalar la importancia de los 
esfuerzos presupuestarios, se apuntó también a la necesidad de ir ajustando los parámetros 
de evaluación, para preservar la excelencia. En segundo lugar, complementando la 
apreciación del plano político sobre la adhesión a acuerdos globales en materia de propiedad 
intelectual, se apuntó al gran desconocimiento, la falta de asesoramiento y de personal 
capacitado para brindarlo que existe en las instituciones del sistema. Finalmente, yendo al 
plano normativo, se subrayaron dos aspectos. Por un lado, las “dificultades de gestión de las 
instituciones según el derecho jurídico en el cual están insertas”, obstáculo especialmente 
importante para actores centrales del sistema como la UDELAR. Y, por último, en un nivel más 
específico, las “dificultades relativas a la importación de equipamiento e insumos destinados 
a investigación”.  
 
A continuación, se presentan la composición institucional y las valoraciones realizadas por 
cada una de las mesas, teniendo en cuenta que se establecieron 3 set de problemas a analizar, 
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los que fueron tratados de la siguiente forma: las mesas 1, 2 y 7, el primer set; las mesas 3 y 
4, el segundo set; y las mesas 5 y 6, el tercer set de problemas.  
 
 
 

 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 

 
 
Problema: Dispersión de personas, órganos y entidades -públicas y privadas; estatales y no 
estatales- que actúan en materia de CTI en Uruguay. En el caso de las entidades públicas existe 
un “archipiélago” de instituciones y resulta complejo desentrañar los cometidos, atribuciones 
y competencias de cada una 
 

MESA 1 

MESA 2 

MESA 7 
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Problema: Frecuentes cambios de denominación de ciertas oficinas, además de creación y 
supresión de algunos organismos en pocos años, y modificación de funciones y cometidos de 
las entidades públicas que actúan en CTI en Uruguay 
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Problema: Superposición normativa o indefinición de roles entre el Poder Ejecutivo, los 
ámbitos de asesoramiento y las Agencias de Promoción 
 

 
 

 
 
Problema: No firma del Tratado de Cooperación en materia de patentes. El objetivo del 
Tratado es simplificar y hacer más eficaz y económico el procedimiento para solicitar en varios 
países la protección de las invenciones mediante patentes. La no adhesión ha sido promovida 
fundamentalmente por la industria farmacéutica nacional, que argumenta que habrá 
pérdidas de empleos y competitividad si Uruguay se suma al PCT. Existe mucha evidencia 
empírica sobre los beneficios para la protección de los esfuerzos de I+D+I en las jurisdicciones 
en donde está en vigor, que en la actualidad suma 156 países. 
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Problema: No adhesión al Tratado de Budapest sobre el Reconocimiento Internacional del 
Depósito de Microorganismos. Cuando en una invención interviene un microorganismo –o su 
uso- no es posible hacer divulgación habitual (requisito OMPI para concesión de patente), en 
formato de artículo científico, sino que debe efectuarse mediante el depósito de una muestra 
del microorganismo en una institución especializada. El Tratado prevé el depósito del 
microorganismo en una “autoridad internacional de depósito” –como un banco de cultivos- 
como acción suficiente a los fines del procedimiento de patentes ante las oficinas nacionales 
de los Estados contratantes (en lugar de tener que depositar en cada país donde se solicita el 
derecho) 
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Problema: Forma de evaluación de los investigadores en base a publicaciones y falta de 
reconocimiento a roles en investigación aplicada que no publican, generando desincentivos 
para avanzar en transferencia tecnológica 
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Problema: Alta porción de proyectos de investigación de excelencia que no logran acceder a 
financiamiento por lo exiguo de los presupuestos asignados 
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Problema: Limitantes de los investigadores para dedicar horas a proyectos de 
emprendimientos propios 
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Problema: Dificultades por parte de los investigadores para completar las solicitudes de 
proyectos, y con algunos requisitos para el acceso y rendición de los fondos. 
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MESA 3 



 

42 
 

 
 
Problema: Dispersión de personas, órganos y entidades – públicas y privadas; estatales y no 
estatales- que actúan en materia de CTI en Uruguay. En el caso de las entidades públicas existe 
un “archipiélago” de instituciones y resulta complejo desentrañar los cometidos, atribuciones 
y competencias de cada una 
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Problema: Centralismo en el financiamiento y las actividades de investigación 
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Problema: Falta de instrumentos de capital de riesgo en el mercado local 
 

 
 
Problema: Gran desconocimiento y poco asesoramiento sobre temas de Prop Intelectual 
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Problema: Falta de personal especializado en Prop Intelectual en instituciones académicas y 
empresas, y también a nivel de gobierno 
 

 
 
Problema: Ausencia de entidades, organismos, programas, espacios o ámbitos que 
centralicen o agrupen la información (tanto normativa como de instrumentos y beneficios) 
en materia de CTI para poner al alcance de actores y destinatarios del sistema nacional de CTI 
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Problema: Registros o aprobaciones y certificaciones, en especial en el rubro “Ciencias de la 
Vida”. Los procesos suelen ser confusos, lentos y muchas veces difíciles de resolver, con 
superposición de controles a cargo de diversos Ministerios, y aprobaciones redundantes de 
productos que ya tienen su habilitación en el exterior 
 

 
 
Problema: Registros o aprobaciones y certificaciones: existencia de un registro bromatológico 
distinto en cada departamento del país, lo que multiplica los costos y extiende los tiempos. 
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Problema: Registros o aprobaciones y certificaciones, en especial en el rubro “Ciencias de la 
Vida”: regulaciones poco flexibles para facilitar nuevos negocios y desarrollo científico, en 
particular para la investigación clínica. 
 

 
 
Problema: Registros o aprobaciones y certificaciones, en especial en el rubro “Ciencias de la 
Vida: cantidad y la formación de los recursos humanos a cargo de estos procesos de 
regulación y supervisión están cada vez más debilitadas ante una creciente demanda de 
conocimiento para dar las respuestas adecuadas. 
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Problema: Formato jurídico de las empresas. Si bien se aprobó en 2019 la Ley para el Fomento 
del Emprendedurismo (N°19.820), conocida como Ley SAS (Sociedades Anónimas 
Simplificadas), aún está muy lejos de los esquemas que hay en jurisdicciones en el exterior, 
que permiten una mayor plasticidad en términos de relaciones entre fundadores/inversores 
e implicancias desde el punto de vista tributario y de derecho laboral. También hay aspectos 
jurídicos que generan trabas en el acercamiento de los inversores internacionales o venture 
capital 
 

 
 
 

MESA 5 

MESA 6 
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Problema: Dificultades de gestión de las instituciones según el derecho jurídico en el cual 
están insertas. Las que están sujetas al derecho público corren con gran desventaja en su 
funcionamiento 
 

 
Problema: Demora en la tramitación, examen y concesión de solicitudes de patentes de 
invención y modelos de utilidad, por la Dirección Nacional de la Propiedad Intelectual: baja 
cantidad de técnicos calificados para realizar examinaciones 
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Problema: Normativa vinculada al artículo 99 de la Ley de Patentes: se volvió a ajustar la 
normativa luego de su modificación, pero quedó exceptuado lo referente a la industria 
farmacéutica. 
 

 
Problema: Desigualdades en la implementación de la norma que consagró exoneraciones en 
los costos de tasas oficiales de solicitud de patentes de invención, modelos de utilidad y 
diseños industriales a fin de fomentar la política nacional en materia de desarrollo de ciencia, 
tecnología e innovación. Sistema actual “castiga” al inventor independiente, condicionando 
el otorgamiento de la disminución de tasas oficiales a si recibe o no patrocinio o 
asesoramiento legal en materia de patentes 
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Problema: Escaso liderazgo del Estado en el análisis sobre el Impacto de tecnologías en el 
campo de la PI 
 

 
Problema: Dificultades relativas a la importación de equipamiento e insumos destinados a 
investigación, así como desconocimiento de las plataformas tecnológicas disponibles en el 
país que hagan posible compartir y cooperar entre instituciones 
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Problema: No puesta en marcha de la compra pública innovadora, pese a existencia de 
Decreto Reglamentario 
 

 
 
Problema: Falta de roles de “facilitadores” o interfases que busquen los problemas de las 
empresas y los conecten con los investigadores y equipos que puedan trabajar en ello 
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Problema: Contradicciones y redundancias en las evaluaciones de proyectos de distintos 
organismos públicos 
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Cristina, Juan Academia Nacional de Ciencias del Uruguay Mesa 2 

Aguirrezabala, Cecilia Rabbit Mesa 2 

Fraga, Rafael IAU Mesa 2 

Silveira, Rodolfo UTEC Mesa 2 

Cirio, Alberto Academia de Veterinaria Mesa 2 

Gutierrez, Soledad UDELAR Mesa 2 

Majó, Alberto Ministerio de Educación y Cultura Mesa 3 

Olmos, Gustavo Comisión especial de Innovación, Cianica y 
Tecnología 

Mesa 3 

Alvarez, Cinthia ANII Mesa 3 

Boiani, Mariana UTEC Mesa 3 

Gandelman, Néstor ORT, Departamento de Economía Mesa 3 

Tancredi, Gonzalo Investiga.uy Mesa 3 

Etchebere, Claudia IIBCE Mesa 3 

Saavedra, Carola Camara de Industrias del Uruguay Mesa 3 

Márquez, Agustina IAU Mesa 3 

Mombrú, Alvaro UDELAR, Decano, Facultad de Química y 
Vicerrector 

Mesa 3 

Marquez, Rosa LATU Mesa 3 

Martínez Morales, 
Santiago 

Ministerio de Industria, Energía y Minería Mesa 4 

Casas, Martina Dirección Nacional de Innovación, Ciencia y 
Tecnología 

Mesa 4 

Pérez, Mario PIT-CNT Mesa 4 

Baptista, Belén  Mesa 4 
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Odizzio, Hugo Agencia de Evaluación y Monitoreo de Políticas 
Públicas 

Mesa 4 

Marín, Mónica UDELAR, Decana de la Facultad de Ciencias Mesa 4 

Angelero, Silvia ANTEL Mesa 4 

Fernández, Julio Angel UDELAR, Faculta de Ciencias Mesa 4 

Bortagaray, Isabel UDELAR Mesa 4 

Quirici, Amalia ANDE Mesa 5 

Quijano, Celia CONICYT Mesa 5 

Velluti, Francisca Cámara de Industrias del Uruguay Mesa 5 

Manta, Eduardo Parque Científico y Tecnológico de Pando Mesa 5 

Telechea, Gabriela UDELAR Mesa 5 

Durán, Cecilia OPP Mesa 6 

Crudeli, Raúl Cámara de Industrias del Uruguay Mesa 6 

Morelli, Graciela Ministerio de Educación y Cultura, Cooperación Mesa 6 

Simón, María UDELAR, Facultad de Ingeniería, Decana Mesa 6 

Fernández, Julio Angel Academia Nacional de Ingenierías Mesa 6 

Castillo, Etela PEDECIBA Mesa 6 

Quinteros, Fernando Ministerio de Salud Pública Mesa 7 

Motta, Gianni INAC Mesa 7 

Ortiz, Alejandro Uruguay XXI Mesa 7 

Domínguez, Gustavo LATU Mesa 7 

Alonso, Rodrigo Investiga.uy Mesa 7 

Loureiro, Leonardo Cámara Uruguaya de Tecnologías de la 
Información 

Mesa 7 

Folgar, Leandro Centro Ceibal Mesa 7 

Fernández, Laura Parlamento sin mesa 

Speranza, Pablo Decano, Facultad de Agronomía, UDELAR sin mesa 

Ardanche, Melissa  sin mesa 

Damiano, Laura Comisión de Ciencia, Innovación y Tecnología del 
Senado 

sin mesa 

Stewart, Candela Ministerio de Educación y Cultura sin mesa 

De Giuda, Mariela LATU sin mesa 

Cristobal, Stella LATU sin mesa 

Martínez, Alejandra UTEC sin mesa 

Volpe, Daniel LATU sin mesa 

Llambí, Silvia CONICYT sin mesa 

Rubianes, Edgardo Consultor sin mesa 

Ordoqui, Hector Camara de Industrias  sin mesa 

Gómez, Fernanda Ministerio de Educación y Cultura sin mesa 

Pólito, Francisco UTEC sin mesa 

Bortagaray, María LATU sin mesa 

Andranei, Melina (ilegible) sin mesa 
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Relatoría Taller 2.- martes 11 de abril de 2023- 

 

1. DESCRIPCIÓN DE LA JORNADA 
 
La jornada de trabajo tuvo lugar el 11 de abril, en la sede de la UNESCO en Montevideo. El 
encuentro contó con la apertura institucional por parte del Director Nacional de Innovación, 
Ciencia y Tecnología del Ministerio de Educación y Cultura (MEC), Alberto Majo; y del 
Responsable Regional del Programa de Política Científica y Tecnológica para América Latina y 
el Caribe de la UNESCO, Guillermo Anlló.  
 
La actividad se estructuró en tres partes, todas las cuales tuvieron como plataforma de apoyo 
las Consultorías 2 - “Caracterización de actores y sus capacidades en el sistema de I+D+i en 
Uruguay Equipo” y 3 - “Evaluación de los recursos e instrumentos de promoción de ciencia, 
tecnología e innovación”; encargadas por el MEC y desarrollada durante el año 2022, con el 
fin de proveer insumos y encauzar el proceso de discusión pública sobre el sistema 
institucional de ciencia y tecnología del país.  
 
En la primera parte, tres comentaristas2 invitados por el Ministerio con el propósito de 
presentar miradas provenientes tanto del subsistema científico-tecnológico como del sector 
privado, reflexionaron, en particular, sobre los obstáculos que presenta en el ecosistema 
nacional de innovación la vinculación entre el subsistema científico-tecnológico y el 
subsistema productivo.    
 
En la segunda parte, como en el primer taller, se distribuyó a los presentes en siete mesas, 
buscando mantener el equilibrio entre representantes institucionales de los sectores 
académico, estatal y privado. Cada mesa se abocó a discutir los principales factores causales 
que contribuirían a explicar uno de los principales problema de performance del ecosistema 
nacional de innovación, señalado por la consultoría 3 - “Evaluación de los recursos e 
instrumentos de promoción de ciencia, tecnología e innovación” y destacado como tal por los 
comentaristas durante el primer taller: la baja inversión en actividades de innovación, tanto 
por parte del sector privado como del público. Cada mesa se concentró en dar cuenta de la 
dinámica de uno de los sectores y debió priorizar 5 factores.  
 
Finalmente, en una tercera y última instancia, voceros de cada una de las mesas presentaron 
y socializaron los resultados alcanzados en cada una de ellas y los aspectos más destacables 
del intercambio mantenido.  
 
A continuación se presenta una síntesis de los aspectos más destacables del intercambio que 
tuvo lugar en la jornada. Para ello, la relatoría se organiza en torno a la consigna debatida por 
las mesas de discusión e intercala las opiniones vertidas por los comentaristas: en primer 
lugar, resaltando los factores que asumieron un carácter más “transversal”, por cuanto 
emergieron tanto en lo referido a la dinámica del sector privado como el público. Luego, 
refiriendo a aquellos que tendieron a dar cuenta de especificidades de esos sectores.  

                                                           
2 Dr. Rodolfo Silveira, Consejero de la Universidad Tecnológica (UTEC); Ing. Gustavo 

Balerio, Director de DANK SA.; y la Dra. Cecilia Fernández, prorrectora de investigación de la 
Universidad de la República (UDELAR). 
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Como se verá, muchos de los factores identificados ya habían sido mencionados en las 
consultorías encargadas por el MEC y en las intervenciones de los comentaristas del primer 
encuentro. Pero tanto el énfasis otorgado como su articulación directa en torno a los 
problemas de performance del ecosistema de innovación que orientó la discusión (en lugar 
de abordar las problemáticas “por actor”), llevaron a la obtención de resultados novedosos.  
 
 
LOS FACTORES TRANSVERSALES 
 
Una serie de factores fueron señalados en más de una mesa para dar cuenta de la baja 
inversión en actividades de innovación de ambos sectores. Esos factores podrían a su vez 
clasificarse del siguiente modo:  
 

- 2 que refieren al “entorno” del ecosistema de innovación, entendiendo por tal a 
elementos estructurales y socio-culturales del país 

- 4 que atañen de modo específico al ecosistema de innovación y los actores que lo 
componen 

 
Factores de entorno   
 
La reticencia al cambio de la sociedad uruguaya fue señalado como un factor que conspira 
contra la posibilidad de edificar un ecosistema de innovación dinámico. Este elemento 
apareció además mencionado bajo distintas expresiones y en relación a distintos actores: 
desde la aversión al riesgo de los actores privados y la falta de una cultura proclive a las start-
ups en el ámbito académico, pasando por la idea de que “asociamos a lo estatal con la 
estabilidad”. En palabras del Dr. Rodolfo Silveira, “el mundo va mucho más rápido que 
nosotros”; y cambiar se trataría, justamente, de asumir riesgos, en referencia a lo cual destacó 
lo hecho por los países nórdicos en cuanto al sistema educativo.  
 
El segundo factor refiere al hecho que fue denominado por una de las mesas de discusión 
sobre la dinámica innovadora del sector público como: “Tu problema no es de punta”. Este 
rasgo3, que conlleva la existencia de la disyuntiva “comprar o desarrollar” -no disponible para 
aquellas sociedades que, justamente, “empujan” la frontera tecnológica-, condiciona 
particularmente la interacción entre el subsistema productivo de bienes y servicios y el 
subsistema científico. Este aspecto apareció en las mesas bajo la forma de “muchas veces la 
demanda es más de proyectos de consultoría que de innovación”. Y fue también el principal 
punto subrayado en la exposición del Ing. Gustavo Balerio, hoy referente del sector privado 
pero que remitió a su propia trayectoria personal para señalar que los desafíos que enfrenta 
el sector privado del Uruguay no son de interés para el ámbito académico.         
 
Factores que atañen al ecosistema de innovación del Uruguay y a los actores que lo conforman 
 
El Dr. Rodolfo Silveira advirtió que la pandemia evidenció que el problema “es más de carácter 
político que tecnológico”. En la misma dirección, la Dra. Cecilia Fernández destacó la 
importancia de esa experiencia para mostrar que “se pueden encontrar soluciones locales a 
problemas locales”, como lo fue en su momento la falta de ciertos insumos sanitarios. Según 
la misma comentarista, allí pudo constatarse el impacto que puede lograrse cuando se alinean 
los esfuerzos. De lo que adolecería el sistema -y que, en cambio se habría hecho presente en 

                                                           
3 Nota de la Relatoría: que puede vincularse al lugar que ocupa el Uruguay en el paradigma tecno-
económico global y que, por tanto, asume un carácter estructural. 
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el marco de la emergencia sanitaria-, es de orientación. Esa carencia derivaría, por un lado, 
de un problema de gobernanza. Según el Dr. Silveira “tiene que haber alguien que mande”. 
Y, como se subrayó una de las mesas, ello resulta particularmente relevante para los 
proyectos de largo plazo, donde también incide la continuidad de esa orientación, más allá de 
los gobiernos, y que es donde más esfuerzos de innovación se requieren. Además, esa 
orientación y alineación de esfuerzos se torna aún más crucial por lo que fuera referido como 
la falta de “masa crítica” de conocimiento en términos internacionales. Se trataría entonces 
de seleccionar aquellas áreas en donde el país esté dispuesto a realizar los esfuerzos 
necesarios para generarla.    
 
Aparte de la ausencia de una orientación clara del sistema que afecta particularmente a las 
inversiones públicas y privadas en actividades de innovación a largo plazo, y que limita la 
capacidad de generar un nivel de masa crítica de conocimiento que permita competir a nivel 
global en algunos segmentos de la generación de valor, el sistema como tal carecería de las 
herramientas necesarias para facilitar el intercambio entre los distintos subsistemas. 
Búsqueda de un “lenguaje común” entre el subsistema científico y el entramado empresario; 
bajo nivel de profesionalización de los perfiles técnicos encargados de facilitar dicho 
intercambio, fueron algunas de las expresiones que señalaron la escasa consolidación de los 
puentes institucionales edificados en los últimos años (como las Oficinas de Transferencia 
Tecnológica).  
 
Complementando esta visión, la Dra. Cecilia Fernández sostuvo que los programas que 
persiguen esa vinculación entre la academia y la empresa deben incorporar en sus diseños el 
hecho de que las PyMEs no tienden a contar con personal calificado para emprender 
esfuerzos científico-tecnológicos significativos. Y también una de las mesas llamó la atención 
sobre el bajo rango que las áreas de innovación ocupan en las jerarquías de las empresas 
públicas y la administración central. Cabe apuntar también que a estos obstáculos también 
se agregan los de carácter normativos y administrativo, que fueran identificados por varias 
mesas tanto como limitantes para la interacción academia-empresa (pública o privada), como 
para aprovechar oportunidades de innovación en las empresas públicas y la administración 
central.  
 
Finalmente, el último factor que emergió de manera transversal atañe al subsistema científico 
y, en particular, a la esfera universitaria, actor central en el ecosistema nacional de innovación 
en lo que refiere a la generación de conocimiento científico y potencial desarrollo tecnológico. 
Si bien la Dra. Fernández hizo hincapié en los avances que durante los últimos lustros se 
evidenciaron en el ámbito de la UDELAR, en especial a través de la Comisión Sectorial de 
Investigación Científica (CSIC) y en la interacción con algunas empresas públicas como ANCAP, 
varias mesas destacaron el desacople existente entre el esquema de incentivos que 
predomina a la hora de guiar el accionar de las y los investigadores que transitan una carrera 
académica, plasmado fundamentalmente en su sistema de evaluación; y la posibilidad de que 
destinen tiempo a desarrollar soluciones que respondan a las necesidades del sector público 
o empresario4.  
 
LOS FACTORES ESPECÍFICOS 
 

                                                           
4 NOTA DE LA RELATORÍA: Las consecuencias en el tiempo de esa “demanda insatisfecha” sería una 
menor “inversión efectiva” en actividades de innovación; entre otras, por la vía de la búsqueda de 
soluciones importadas “llave en mano”, menos costosas a corto plazo, pero a largo plazo generadoras 
de menores capacidades dinámicas de innovación. 
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Complementando los factores que, por sus características, contribuyen a explicar la baja 
inversión en actividades de innovación tanto del sector privado como del sector público, las 
mesas de discusión identificaron otros factores que atañen de manera específica al 
comportamiento de cada uno de ellos.  
 
Respecto al sector público, además de lo señalado anteriormente en relación a los aspectos 
normativos-administrativos y a la jerarquía institucional de los referentes encargados de 
apuntalar los procesos de innovación en las organizaciones del sector público, hubo al menos 
otros dos factores apuntados. En primer lugar, una de las mesas hizo mención a la tendencia 
de las organizaciones del sector público a integrar dentro suyo un abanico muy grande de 
actividades, afectando por un lado su interacción con el “afuera” y quedando, por el otro, 
atrapadas luego en los obstáculos burocráticos que tenderían a limitar la capacidad 
innovadora de los equipos internos. No se trataría, según esa apreciación, de que el sector 
público se desentienda de ciertas actividades, sino de modificar la organización de sus 
procesos; reduciendo su nivel de “integración vertical” y ubicándose más como un 
“demandante” que interactúa con mayor recurrencia (aspecto este crítico para inducir a su 
vez un mayor grado de especialización) con actores externos.  
 
A su vez, ese factor se retroalimentaría negativamente con lo que una mesa señaló como la 
tendencia del sector público a “expulsar” los perfiles innovadores. En otras palabras, la 
cultura y la ingeniería administrativa del sector público alejaría a las y los jóvenes con mayor 
afán de impulsar prácticas innovadoras. Menor interacción con los ámbitos externos y 
posibilidades de reclutamiento y retención de personal confluirían así para reforzar la cultura 
de aversión al cambio en el sector. 
 
Respecto al sector privado, al bajo nivel de profesionalización de las “interfases” apuntado 
más arriba, se le adicionaron, por un lado, la escasez de información sectorial que permitiría 
identificar oportunidades de innovación que tendrían la escala suficiente como para justificar 
incentivos significativos y mejor direccionados para orientar los esfuerzos de I+D. Por el otro, 
la existencia de prejuicios que atentarían contra la posibilidad de potenciar su capacidad de 
innovación por la vía de una mayor interacción con el subsistema científico-tecnológico 
nacional.   
 
Sin embargo, en un sentido más radical, y en línea con lo advertido por el Diputado Olmos 
que ofició de comentarista del primer evento, algunas de las mesas plantearon que la 
ecuación riesgo vs beneficio de encarar esfuerzos de innovación no resultaba satisfactoria; o, 
en otras palabras5, que el sector privado no tendría necesidad de innovar para sobrevivir.   
 
Llegado a este punto, y para concluir, esta relatoría se plantea algunos interrogantes, 
derivados de los factores enunciados y resaltados en este segundo evento. Por un lado, el 
sector privado uruguayo se compondría, de manera predominante, de actividades 
productivas que, o bien no requieren innovar para sobrevivir; o bien, aquellos que lo hacen 
(fundamentalmente los que se vuelcan al mercado externo), al hacerlo no tienden a plantear 
“problemas o desafíos de punta”. Por otro lado, esto último estaría en línea con lo que 
también pasaría con el sector público. Si esos son los sectores realmente existentes en el 
Uruguay ¿para quién produciría hoy conocimiento el subsistema científico-tecnológico del 
país? ¿existen actividades incipientes o aún no existentes donde podría surgir una 
empresarialidad o un sector público dispuesto a demandar más conocimiento “de punta”? 
¿debería el subsistema científico-tecnológico aprovechar más sus capacidades disponibles 
para responder a problemas que no fuesen “de punta”? ¿tendría que apuntalar para ello 

                                                           
5 NOTA DE LA RELATORÍA: que podría pensarse como ecuación riesgo vs costo de no innovar. 
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capacidades de las que hoy no dispone o sí, pero de manera escasa? ¿dispone el sector público 
de herramientas para elevar la necesidad de innovar, de cambiar de aquellas actividades que 
hoy perciben que no la tienen?      
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Participantes 2do Taller 

 

Participante Institución Mesa 

Cecilia 
Aguirrezabala 

Rabbit mesa 1 

Cecilia Fernández UdelaR mesa 1 

Julio Fernández Academia Nacional de Ingenierías mesa 1 

Marcos Algorta ANII mesa 1 

María Simon Decana Facultad de Ingeniería (UDELAR) mesa 1 

Mercedes 
Aramendía 

Consejo Nacional de Innovación, Ciencia 
y Tecnología (CONICYT) 

mesa 4 

Bruno Lanfranco MGAP mesa 1 

Francisco 
Pedocchi 

Facultad de Ingeniería, Universidad de la 
República 

mesa 1 

Pablo Speranza Udelar, Facultad de Agronomía mesa 1 

Álvaro Mombrú Decano Facultad de Química (UDELAR) y 
Vicerrector  

mesa 2 

Mariana Boiani UTEC mesa 2 

Rodolfo Silveira UTEC mesa 2 

Rodrigo Goñi Comisión especial de innovación, ciencia 
y tecnología 

mesa 2 

Melissa Ardanche Udelar - CSIC mesa 2 

Amalia Quirici  ANDE mesa 3 

Celia Quijano Consejo Nacional de Innovación, Ciencia 
y Tecnología (CONICYT) 

mesa 3 

Rodrigo Alonso InvestigaUY mesa 3 

Rosa Marquez LATU mesa 3 

Soledad Gutierrez UdelaR mesa 3 

Angela Cuartarolo    mesa 6 

Antonella Barletta AUPP mesa 3 

Ximena Camaño ANII mesa 3 

Gustavo Balerio GrupoBalerio mesa 4 

Gustavo Olmos Comisión especial de innovación, ciencia 
y tecnología 

mesa 4 

Martina Casás Comisión especial de innovación, ciencia 
y tecnología 

mesa 4 

Juan Maldini ANII mesa 4 

Carola Saavedra  Cámara de Industrias del Uruguay mesa 2 

Claudia 
Etchebehere 

Instituto de Investigaciones Biológicas 
Clemente Estable IIBCE 

mesa 5 

Gonzalo Tancredi InvestigaUY mesa 5 

Gustavo Della 
Nave 

ANCAP mesa 6 



 

65 
 

Juan Cristina  Academia Nacional de Ciencias del 
Uruguay 

mesa 4 

Mónica Marín Decana Facultad de Ciencias (UDELAR) mesa 5 

Silvana Ravía Dirección Nacional de Innovación, Ciencia 
y Tecnología 

mesa 5 

Cecilia Rossel UCU mesa 5 

Virginia Bertolotti UdelaR mesa 6 

Enrique Lev Ceibal mesa 6 

Luis María 
Rodríguez 

Academia Nacional de Ingeniería del 
Uruguay 

mesa 7 

Cecilia Scorza Instituto de Investigaciones Biológicas 
Clemente Estable IIBCE 

mesa 7 

Francesca Velluti Cámara de Industrias del Uruguay mesa 7 

Rafael Fraga MDN -Instituto Antártico mesa 6 

Santiago Martínez 
Morales 

Ministerio de Industria, Energía y Minería mesa 5 

Ximena Usher ANII mesa 7 

Alberto Majó Ministerio de Educación y Cultura mesa 7 

Bortagarga María LATU mesa 1 

Miguel Sierra INIA mesa 3 

Elisa Melian AUPP mesa 4 

Ana Vazque ANII mesa 5 

Andrés Gil  UTEC mesa 6 

Virginia Barsco ECOSISTEMA EMPRENDER mesa 7 

Carlos Sapriza MRREE mesa 4 

Gustavo 
Dominguez 

LATU mesa 2 

Oscar Noboa Academia Nacionald de Medicina mesa 2 

Rocío Ramírez 
Paulino 

IIBCE mesa 7 

Adriana 
Aristimuño 

 mesa 3 

Alejandra 
Martínez 

UTEC mesa 4 
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Relatoría Taller 3.- martes 9 de mayo de 2023- 

 

 

1. DESCRIPCIÓN DE LA JORNADA 
 
La jornada de trabajo tuvo lugar el 9 de mayo, en la sede de la UNESCO en Montevideo.  
 
La actividad se estructuró en tres partes, todas las cuales tuvieron como plataforma de apoyo 
la Consultoría “Dinámica de funcionamiento y articulación del sistema de ciencia, tecnología 
e innovación en Uruguay”. La misma fue encargada por el Ministerio de Educación y Cultura 
con el fin de proveer insumos y encauzar el proceso de discusión pública sobre el sistema 
institucional de ciencia y tecnología del país, y fue llevada adelante durante el año 2022 por 
la Fundación Julio Ricaldoni.  
 
En la primera parte, dos comentaristas -Isabelle Chaquiriand, Decana Facultad Ciencias 
Empresariales de la Universidad Católica del Uruguay y Ernesto Fernández Polcuch, Director 
de la Oficina Regional de UNESCO en Montevideo- invitados por el Ministerio reflexionaron 
sobre la orientación estratégica del sistema nacional de innovación y sobre las formas de 
gobernanza institucional para definir esa orientación y asentar las políticas públicas 
implementadas para materializarla.  
 
En la segunda parte, Guillermo Anlló, Especialista Regional a cargo del Programa de Política 
Científica y Tecnológica para América Latina y el Caribe de la UNESCO, se encargó de sintetizar 
los principales hallazgos de la consultoría antes mencionada. En ese sentido, el análisis 
comparativo de las 4 experiencias que sirvieron como referencia internacional (Dinamarca, 
Finlandia, Israel y Nueva Zelanda) permitió constatar que no existe homogeneidad respecto a 
la forma de organización institucional que encuadran a las políticas de ciencia, tecnología e 
innovación en esos países; y que tampoco hay un criterio único según el cual se separe el 
espacio institucional para la toma de decisiones de nivel estratégico de aquel destinado al 
nivel operativo.  
 
Así, por un lado, se observa que el nivel estratégico puede recaer tanto en figuras de Consejos 
como de Ministerios; y que, derivado de ello, los Ministerios encargados del nivel operativo 
pueden o no tener integrada la función de definición estratégica. Por el otro, se corrobora 
que las políticas públicas para la promoción de la ciencia, el desarrollo tecnológico y la 
innovación pueden estar concentradas en una única jurisdicción o repartidas entre varias; y 
esas jurisdicciones pueden estar específicamente abocadas a esta temática o articularse con 
las educativa o productiva.     
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Ahora bien, más allá de las diferencias evidenciadas en las formas de gobernanza, Anlló 
destacó que el trabajo fue capaz de identificar funciones que se contemplan en todas ellas, a 
saber: Orientación estratégica; Inteligencia para el análisis de políticas estratégicas; 
Oportunidades e incentivos para el compromiso y la cooperación en todo el sistema; 
Coordinación horizontal y vertical; Claridad de objetivos y firmeza de reglas y políticas; 
Internacionalización y Financiamiento. 
 
Finalmente, la tercera parte del encuentro siguió una dinámica de taller, en la que las y los 
presentes se agruparon en torno a 7 mesas, constituidas por referentes de los diferentes 
sectores (público, privado y científico-tecnológico). Retomando una herramienta de análisis 
de la Consultoría “Caracterización de actores y sus  capacidades en el sistema de  ciencia, 
tecnología e innovación en Uruguay”, discutida en el segundo encuentro; y cruzándola con 
una reformulación parcial de las funciones arriba referidas, las y los integrantes de las mesas 
se abocaron a discutir esas funciones y valorar individualmente, tanto el grado de influencia 
que los distintos actores del sistema tienen efectivamente sobre su funcionamiento, como 
aquel que, según su parecer, sería deseable que tuviesen. Para concluir, voceras/os de cada 
una de las mesas presentaron y socializaron los aspectos más destacables del intercambio 
mantenido.  
 
A continuación, se presenta una síntesis de los aspectos más destacables de las intervenciones 
que tuvieron lugar en la jornada. Para ello, la relatoría se estructura del siguiente modo: por 
un lado, pasa revista a la consigna debatida por las mesas de discusión e intercala las 
opiniones vertidas por los y las comentaristas. Por el otro, se vuelcan los resultados del 
ejercicio individual sobre valoración de la incidencia actual y deseable de cada uno de los 
actores para las respectivas funciones del sistema, señalándose algunos de los elementos más 
destacables.  
 
 

La orientación estratégica y la estructura institucional   
 
Según Ernesto Fernández Polcuch, la dimensión estratégica hace a la relación con el futuro. 
El futuro del sistema de ciencia y tecnología no puede estar sino enmarcado en el del país, y 
debería pensárselo como aquel que contribuya a que una economía basada en recursos 
naturales, como la del Uruguay, pase a estar basada en el conocimiento.  
 
Ahora bien, según Isabelle Chaquiriand, orientar implica elegir. Sostiene que el gobierno de 
una organización consiste en gestionar dinero (los recursos para hacer), poder (la facultad 

PrioridadNivel OperativoNivel EstratégicoPaís

Innovación + 
Educación y 
Ciencia

Min. Economia y Empleo (Business 
Finland)+ Min Educación y Cultura

Consejo de Investigación e 
Innovación – Primer Ministro –

Finlandia

Políticas 
Industriales y de 
investigación

Ministerio de Educación Superior 
y Ciencia 

Ministerio de Educación Superior y 
Ciencia + Consejo Danés para la 
Política de Investigación e Innovación

Dinamarca

Ciencia y 
Tecnología

Ministerio de Ciencia y TecnologíaMinisterio de Ciencia y TecnologíaIsrael

InnovaciónMinisterio de Empresa, Innovación
y Empleo

Ministerio de Empresa, Innovación y 
Empleo

Nueva Zelanda

Dirección Nacional de Ciencia y 
Tecnología

Uruguay
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para hacer) e iniciativa (el deseo de hacer), pero es generalmente en este último terreno 
donde los gobiernos suelen flaquear. Y eso se asocia en parte a la dificultad derivada de que 
elegir conlleva también renunciar, desestimar. ¿Qué se hará entonces con lo que se 
desestima? ¿Cómo se lo integra? Así, retoma el interrogante que había planteado el Dr. Pablo 
Caputi en su comentario del Primer Taller: ¿se decidirá Uruguay a elegir?  
 
En este sentido, durante la puesta en común de las Mesas, se agregó que elegir no sólo 
demanda desestimar, sino que también supone el riesgo de equivocarse, algo que ya había 
emergido en la intervención del Dr. Rodolfo Silveira durante el segundo evento, cuando había 
hecho justamente referencia a la necesidad de “tomar riesgos” y había puesto como ejemplo 
lo que había hecho Finlandia con su sistema educativo.  
 
Es en ese contexto que un par de relatores/as plantearon entonces que la definición de una 
orientación debe incluir criterios de flexibilidad, mientras que otras exposiciones recalcaron 
la importancia de la evaluación como mecanismo para mitigar esos riesgos. Evaluar para 
recalcular, evaluar para ajustar. 
 
Quizá porque orientar estratégicamente implica elegir, desestimar y tomar riesgos es que 
resulta tan complejo hacerlo. Y quizá es por ello que situaciones excepcionales como la 
pandemia permitieron alinear esfuerzos de inversión e investigación que, en general, se 
encuentran mucho más dispersos. De allí que en la puesta común se resaltara el sentido de 
urgencia que supuso la pandemia y que sirvió como ordenador de esos esfuerzos6.           
 
Llegado a este punto, cabe entonces preguntarse si, como plantearon algunos/as de los/as 
relatores/as, ¿es necesario llegar primero a un acuerdo sobre la orientación estratégica para 
discutir luego la organización institucional más adecuada para llevarla adelante?; o, ¿la 
redefinición de los mecanismos institucionales para, en particular, la toma de decisiones en 
ese nivel estratégico, es la llave para poder edificar esa orientación? 
 
En todo caso, la puesta en común de la Mesas de trabajo mostró que existe consenso sobre 
la necesidad de otorgar mayor jerarquía institucional a la gobernanza del sistema nacional de 
innovación, pero en cambio no existe tal homogeneidad respecto a la forma específica que la 
misma debería adquirir, particularmente en lo que atañe a las definiciones estratégicas y la 
coordinación político-institucional. Mientras algunos/as participantes tendieron a inclinarse 
por la figura de un Ministerio con ascendencia específica sobre el área, otros/as hablaron de 
un “ámbito” más que de un “órgano” y, en términos más generales, varios/as relatores/as 
manifestaron la imposibilidad de alcanzar una posición única sobre el tópico.  
  
Además de la mayor jerarquización, también hubo acuerdo sobre la necesidad de mayor 
coordinación, tanto entre las distintas funciones del sistema de innovación como a nivel 
político-institucional para la operativización de las políticas. En este sentido, se destacó la 

                                                           
6 Nota de la Relatoría: el sentido de urgencia fue acompañado además con retos claramente 
identificables: necesidad de kits e insumos para diagnosticar, alternativas para tratar, equipamiento 
para ventilar, etc. Ahora bien, habiéndose evidenciado con la pandemia los frutos de orientar 
estratégicamente los esfuerzos de inversión, investigación y desarrollo: ¿Qué desafío social, 
ambiental o económico del país podría ser capaz hacia adelante de conjugar: a) la construcción de 
consenso sobre su importancia con; b) la identificación de una serie de retos de innovación lo 
suficientemente claros como para traccionar la creación de una agenda ambiciosa de investigación, 
desarrollo y demostración de tecnologías, que; c) se pueda apoyar, al menos parcialmente, sobre 
trayectorias de conocimiento que el país se encuentra transitando y que; d) no requiera el sentido de 
urgencia extrema que deparó la pandemia del COVID-19? 
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necesidad de realizar evaluaciones más profundas sobre las limitaciones que presentaron 
experiencias pasadas tales como el PENTI y el Gabinete de Innovación. Previamente, Ernesto 
Polcuch había recuperado la importancia de la consultoría sobre actores, en cuanto a la 
diferenciación de funciones y la importancia de clarificar qué hace y qué debería hacer (y qué 
no) cada uno de ellos. Isabelle Chaquiriand recordó que era también clave identificar qué era 
lo que no debía cambiarse.   
 
La función de evaluación fue valorizada para el nivel estratégico, haciéndose especial hincapié 
sobre la relevancia de que la misma sea llevada adelante por actores distintos a los ejecutores, 
en particular de las propias actividades de I+D+i. La función de prospectiva fue también 
mencionada como un insumo crítico para la elaboración de estrategias inteligentes. Por 
último, varias mesas plantearon fortalecer los ámbitos asesores. 
 
 

La valoración sobre el rol de los actores 
 
Varias mesas marcaron que la herramienta de análisis sobre la influencia de actores en el 
sistema de innovación que había elaborado la consultoría correspondiente y que fuera 
retomada para la discusión, había excluido al Ministerio de Salud. Además, algunas 
observaron que el agrupamiento propuesto implicaba, en algunos casos, la consideración 
conjunta de actores disímiles. Sin menospreciar estas salvedades, el análisis de la valoración 
de la influencia correspondiente a cada tipo de actor para las distintas funciones, arrojó varios 
resultados interesantes. A continuación, se detallan varios de ellos.  
 

 En lo que atañe a la situación presente del sistema, se corroboró que los puntajes más 
bajos los obtuvo la función de Coordinación Político-Institucional, y luego la 
Orientación y la Información estratégica.  

 El único actor que consigue más de 30 puntos (sobre un máximo de 50) en todas las 
funciones (salvo, como es razonable, en ejecución de actividades) es “las Agencias”. 

 La Oficina de Planeamiento y Presupuesto aparece como la segunda institución con 
mayor influencia en términos de orientación estratégica, levemente por encima de 
los Ministerios de Producción. Y con un peso también relativamente significativo (es 
decir, en comparación al resto de los actores) en la coordinación político-institucional. 

 El Ministerio de Educación y Cultura es, en cambio, identificado con una influencia 
relativamente baja en todas las funciones, siendo la de Coordinación Político-
Institucional donde más significación se le otorga. 

 El CONICyT tiene una relevancia semejante en Orientación estratégica y Coordinación 
político-institucional. Pero en la primera de esas funciones se le identifica con menor 
relevancia relativa que otros actores 

 La influencia del Sector Académico y los Centros Tecnológicos en lo que hace a la 
mayoría de las funciones es considerada equivalente. Leves diferencias a favor del 
Sector Académico en Información estratégica y en Seguimiento y Evaluación  

 Cuando refiere en cambio al escenario deseable, se visualiza al Ministerio de 
Educación y Cultura (y quizá es acá donde también alguno/as de lo/as respondientes 
ubicaron implícitamente al potencial Ministerio de CyT), con mucho más 
protagonismo en información y estratégica y, sobre todo, liderando Orientación 
Estratégica y la Coordinación Político-Institucional. 

 Al CONICyT, por su parte, se lo ve liderando Información estratégica y con un rol 
protagónico en la Orientación estratégica y, en menor medida, en el Seguimiento y 
evaluación. 
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 También se visualiza a los Ministerios de Ambiente y Producción con gran influencia 
sobre la Orientación estratégica y, en menor medida, sobre la Información estratégica 
y la Coordinación político-institucional. 

 En contrapartida, se visualiza la necesidad de menos protagonismo relativo de las 
Agencias en esas agendas, debiendo mantenerse (y elevarse en términos absolutos) 
el que tienen en el Financiamiento, Promoción y Seguimiento y Evaluación. 

 Se pretende mucho mayor protagonismo del sector empresarial (público y, sobre 
todo, privado) en el Financiamiento, pero también en la propia Ejecución de las 
actividades de I+D+i 

 La OPP se sigue viendo como un organismo relevante, debiendo disminuir (en 
términos relativos, mas no absolutos) su incidencia sobre la Orientación estratégica, 
y elevarla en Información estratégica y Seguimiento y Evaluación. 

 Como consecuencia, aunque se propone que eleven su influencia en términos 
absolutos, en términos relativos los Centros Tecnológicos y el Sector Académico 
debieran disminuir su grado de liderazgo actual, sobre todo en cuanto a la 
Coordinación político-institucional y en Financiamiento. No así en la Ejecución de 
actividades de I+D+i. 
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Participantes 3er Taller 

 

Participante Institución Mesa 

Alberto Majó Ministerio de Educación y Cultura Mesa 2 

Alejandro Ferrari Uruguay XXI Mesa 3 

Amalia Quirici  ANDE Mesa 3 

Ana Vásquez ANII Mesa 4 

Ángela Quartarolo INSTITUTO ANTÁRTICO URUGUAYO Mesa 5 

Bruno Lanfranco INIA Mesa 6 

Camila Zeballos CSIC Mesa 4 

Carlos Sapriza MRREE Mesa 6 

Cecilia Aguirrezabala Rabbit Mesa 2 

Cecilia Scorza Instituto de Investigaciones Biológicas Clemente 
Estable IIBCE 

Mesa 4 

Celia Quijano Consejo Nacional de Innovación, Ciencia y 
Tecnología (CONICYT) 

Mesa 2 

Cinthia Alvarez ANII Mesa 1 

Claudia Etchebehere Instituto de Investigaciones Biológicas Clemente 
Estable IIBCE 

Mesa 3 

Diego Pintos  CUDIM Mesa 5 

Eduardo Manta Parque Científico y Tecnológico de Pando Mesa 7 

Enrique Lev Ceibal Mesa 5 

Estela Castillo PEDECIBA Mesa 2 

Fernando Paganini GACH Mesa 7 

Flavio Caiafa ANII Mesa 2 

Francesca Velluti Cámara de Industrias del Uruguay Mesa 3 

Gabriela Telechea UdelaR Mesa 7 

Gonzalo Tancredi InvestigaUY Mesa 3 

Graciela Morelli Cooperación MEC Mesa 7 

Graciela Piedras ANTEL Mesa 1 

Gustavo Della Nave ANCAP Mesa 4 

Gustavo Domínguez LATU Mesa 5 

Héctor Ordoqui Cámara de Industrias del Uruguay Mesa 5 

Isabel Bortagaray UdelaR Mesa 6 

Jose Paulo de 
Moraes 

Dirección Nacional de Innovación, Ciencia y 
Tecnología 

Mesa 7 

Juan Cristina  Academia Nacional de Ciencias del Uruguay Mesa 7 

Juan Maldini ANII Mesa 5 

Juan Pablo Gambini CUDIM Mesa 7 

Julio Fernández Academia Nacional de Ingenierías Mesa 4 

Lucía Simón Udelar (CSIC) Mesa 3 

Mariana Gulla UdelaR Mesa 3 

Melissa Ardanche Udelar - CSIC Mesa 1 
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Pablo Zunino IIBCE Mesa 1 

Pamela Da Costa INSTITUTO ANTÁRTICO URUGUAYO Mesa 2 

Patricia Pacheco MRREE Mesa 3 

Pedro Curto Fing Mesa 4 

Rodrigo Alonso InvestigaUY Mesa 4 

Rosa Marquez LATU Mesa 5 

Silvana Ravía Dirección Nacional de Innovación, Ciencia y 
Tecnología 

Mesa 1 

Silvia Rodriguez ANTEL Mesa 6 

Soledad Gutierrez UdelaR Mesa 7 

Stella Cristobal LATU Mesa 1 

Ximena Usher ANII Mesa 7 

Oscar Noboa Academia de Medicina Mesa 3 

Edgardo Rubianes   Mesa 6 

Bortagaray   Mesa 7 

Roberto Markarian   Mesa 1 

Florencia Ferrer   Mesa 2 

 

 

Participantes 4to Taller 

 

Participante Institución 

Agustina Marquez Instituto Antartico Uruguayo 

Alberto Majó Director DICYT 

Álvaro Mombrú Decano Facultad de Química 

Ana Laura Trias ANDE 

Camila Zeballos Lereté CSIC-Udelar 

Catalina Rava OPYPA-MGAP 

Cecilia Aguirrezabala Incubadora Rabbit 

Cecilia Callejas Investiga uy 

Cecilia Fernández Universidad de la República Rectorado 

Cecilia Scorza IIBCE 

Celia Quijano CONICYT 

Cinthia Alvarez ANII 

Claudia Etchebehere IIBCE 

David Gonzalez PEDECIBA 

Edgardo Rubianes  

Eduardo Manta Parque Científico y Tecnológico de Pando 

Enrique Lev Ceibal 

Fernando Amestoy Consultor  

Fernando Amestoy Consultor 
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Flavio Caiafa ANII 

Francesco Pólito UTE 

Francisca Velluti Efice - Cámara de Industrias 

Francisco Pedocchi Facultad de Ingeniería, Universidad de la República 

Gonzalo Tancredi Investiga uy 

Graziella Romiti Romiti & Asociados 

Gustavo Della Nave ANCAP 

Gustavo Dominguez Latitud, Fundación LATU 

Isabel Bortagaray Universidad de la República 

José Paulo Demoraes DICYT - MEC 

Jose Piaggio Facultad de Veterinaria- Universidad de la República 

Juan Cristina ANCiU 

Juan Pablo Gambini Cudim 

Marcos Algorta ANII 

María Simon Facultad de Ingeniería 

Mariana Boiani UTEC  

Mariana Gulla  

Meerhof Consultor 

Melissa Ardanche Udelar - CSIC 

Mercedes Aramendía CONICT 

Miguel Sierra INIA 

Mónica Marín Decanato Facultad de Ciencias 

Oscar Noboa Academia Nacional de Medicina 

Pablo da Silveira Ministro MEC 

Pablo Speranza Facultad de Agronomía. Udelar 

Pablo Zunino Academia Nacional de Veterinaria - IIBCE 

Rafael Fraga Instituto Antartico Uruguayo 

Rodolfo Silveira Universidad Tecnológica (UTEC) 

Rodrigo Goñi Comisión especial de innovación, ciencia y tecnología 

Rosa Márquez Latitud 

Ruben Hector Ordoqui Camara de Industria del Uruguay 

Silvana Ravia DICYT-MEC IIBCE 

Stella Cristóbal LATU 

Valeria Estrugo Uruguay XXI 

Victoria Prieto Investigauy 

Virginia Bertolotti Conicyt - UR 

Ximena Usher ANII 

Guillermo Varela Confederación de Cámaras Empresariales, Cámara de 
Industria 

Carlos Folle Academia Nacional de Medicina 

Roberto Markarián  
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Gabriela Schroeder  Consultora Independiente 

Sandra Torrado Oficina de la Representante Silvia Nané Senadora 

Virgina Varsco Independiente 

Andrea Barrios Consultoría 2 y 3 

Carlos Sapriza Ministerio de Relaciones Exteriores 

 


